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El presente trabajo tiene por objetivo analizar la regulación de las estampillas Pro 
Cultura y Años Dorados del Distrito Especial de Cartagena atendiendo a la naturaleza 
jurídica de las mismas y al poder tributario territorial. 
 
A través de este análisis se pretende identificar cómo está ejerciendo el poder tributario 
territorial el Distrito objeto de estudio de acuerdo a los lineamientos determinados por 
la Corte Constitucional. 
 
Por último, teniendo en cuenta la investigación adelantada, tomamos una postura y 





The purpose of this work is to analyze the regulation of the Pro Cultura and Años 
Dorados stamps of the Special District of Cartagena taking into account their legal nature 
and territorial tax power. 
 
This analysis aims to identify how the territorial tax power is exercised by the District 
under study in accordance with the guidelines determined by the Constitutional Court. 
 
Finally, taking into account the research ahead, we take a position on the matter and  



















Teniendo en cuenta que las Estampillas se circunscriben al poder tributario territorial, 
en el siguiente trabajo de grado el objetivo será dar cuenta de la regulación de las 
estampillas del Distrito Especial de Cartagena, atendiendo a la naturaleza jurídica de 
las mismas y al poder tributario territorial. En el mismo sentido, describiremos la 
dinámica del poder tributario de la nación y las entidades territoriales. 
 
En ese sentido, compete examinar la naturaleza jurídica y establecer esas 
características de las estampillas que determina la Corte Constitucional. Con ocasión 
de lo anterior, la investigadora, identificará los problemas que se derivan en la 
práctica con la aplicación de las estampillas del Distrito Especial de Cartagena. 
 
Para ello, la Constitución Política de Colombia establece que las entidades 
territoriales son autónomas, en virtud de esto, entre otros, las administraciones 
locales tienen derecho a administrar los recursos y establecer los tributos necesarios 
para el cumplimiento de sus funciones, lo cual significa que tienen una participación 
en el poder tributario del Estado. 
 
Las estampillas suelen ser un ingreso público de carácter local, por lo tanto, para su 
recaudo es necesario el funcionamiento del poder tributario territorial. En 
consecuencia, para poder garantizar el debido uso de este poder, es necesario 
establecer los límites que tienen estos entes, y más específicamente qué hechos no 







Por lo anterior, es importante conocer la posición jurisprudencial de la Corte 
Constitucional respecto de los límites del poder tributario de las entidades territoriales 
frente a las estampillas, porque los contribuyentes, deben tener algún grado de certeza 
acerca de los parámetros que tiene la administración a la hora de fijar los componentes 
de este ingreso. En este sentido y con base en lo comentado, resulta imperativo poder 
determinar de qué manera se están comportando las administraciones locales. 
 
Por tal motivo, y dado que la legislación no define el contenido de las estampillas, 
resulta relevante el conocimiento de una posición jurisprudencial para realizar una 
apreciación crítica desde el punto de vista académico y práctico, al manejo que le ha 
dado el alto tribunal a dicho tema, considerando en cuenta que en últimas, la Corte 
Constitucional, a nivel jurisdiccional muchas veces tiene la última palabra. 
 
En específico, analizaremos el caso del Distrito Especial de Cartagena, por 
convicción que la crisis institucional de la ciudad manifiesta la necesidad de evaluar 
si el recaudo de este tributo territorial que funciona como fuente de ingresos para el 
Instituto encargado de velar e incluso promover la cultura de la misma ciudad, se 
está haciendo de manera adecuado. 
 
Asimismo, porque bajo el mismo entendimiento, es decir, que opere como fuente 
financiamiento de una secretaria distrital que por ese concepto se ve ampliamente 
beneficiada, estén o no ejerciendo su labor correctamente. 
 
Aunado a lo anterior, se puede advertir que, con la ayuda del estudio de casos 
particulares, en específico, el análisis de las estampillas que a la fecha se aplican en 
el Distrito Especial de Cartagena, es viable determinar como en la realidad se 
desarrollan los problemas y qué tan eficientes son las soluciones que se les dan a 







Con base en lo mencionado, la metodología empleada para el desarrollo  del escrito 
será mediante la modalidad de monografía, este consiste en un estudio analítico y 
crítico, en el cual describiremos el estado del arte, analizaremos problemas 
generales y luego evidenciaremos sí tales cuestionamientos se dan en el Distrito 
Especial de Cartagena, analizando sí la normativa local se adapta a los temas 
constitucionales de la Constitución Política de 1991 y la jurisprudencia en torno al 
tema. 
 
Para lograr dicho estudio, la estructura empleada en el trabajo consta de dos 
capítulos y finaliza con conclusiones. En el primer capítulo, se define el concepto  de 
poder tributario constitucional y en qué consiste el poder tributario territorial del cual 
gozan las Entidades Territoriales para completar los elementos del tributo. Asimismo, 
definiremos qué son las estampillas, y en aras de la división tripartita, a que se 
asemeja más a la de un impuesto, con la salvedad que difiere que si  pueden tener 
una destinación específica con base en preceptos constitucionales y qué pueden 
gravar las estampillas respetando lo dicho por la Corte. Del mismo modo, 
describiremos las características de las leyes de autorización y su importancia 
fundamental de creación legal de la estampilla. 
 
En el segundo capítulo se realiza un análisis detenido de las estampillas en el Distrito 
Especial de Cartagena, para ello se examinarán cada uno de los elementos del 
hecho generador del impuesto. Por último se estudiará la legalidad de los acuerdos 
que acogen la estampillas en el Distrito con base en la ley que las crea, y mediante 
un acápite descriptivo y critico mostraremos las cifras recolectadas mediante derecho 
de petición y visita presencial a las distintas secretarías competentes de la 
administración de las estampillas. 
 
Finalmente, se extraen las conclusiones que pudieron obtenerse de la investigación, 
denotando la problemática latente en el uso de las estampillas en el Distrito Especial 







oportuno y propicio en una jurisdicción que carece de seguridad jurídica, teniendo en 
cuenta su manifiesta inestabilidad política y desorden institucional permanente. 
 
Vale la pena mencionar que el objeto de estudio, en concreto la normatividad local 
carece de fácil acceso a la información, es imprecisa y la normatividad nacional suele 
ser indeterminada, caso en el cual es imposible violar lo indeterminado. 
 





Capítulo I. Nociones Generales 
 
 
El primer capítulo de este trabajo se divide en dos partes. En la primera se analiza lo 
relacionado con el poder tributario, de dónde emana, en qué consiste y cuáles son 
sus límites. En el segundo se determinará y analizará cuál es la naturaleza jurídica y 
tributaria de las estampillas, con lo cual se pretende obtener el fundamento teórico 
necesario para la comprensión del análisis normativo de las estampillas en el Distrito 
Especial de Cartagena. 
 
1. Poder tributario constitucional. 
 
 
La Constitución Política de 1991 establece en su artículo primero que Colombia es 
un Estado social de derecho, organizado en forma de república unitaria, 
descentralizada, y con autonomía de sus entidades territoriales. Por lo tanto, esto 
constituye el origen de toda actuación, creación y manifestación del poder. 
 
El poder tributario, tal y como lo afirma Insignares (2015, p.60), es la facultad que 
tiene el Estado de establecer tributos y obtener recursos para el cumplimiento de los 
fines constitucionales establecidos por el legislador desde 1991. Así mismo, los 
límites de esta facultad se encuentran en las normas constitucionales, lo cual se 







tributario está compuesto por competencias de distinto orden. Es decir, tiene varios 
alcances o componentes: 
 
 Potestades normativas: El Congreso de la República tiene habilitación 
constitucional para proferir normas tributarias. Este primer componente 
responde las siguientes preguntas: ¿Qué ente estatal cuenta con la habilitación 
constitucional para proferir normas tributarias? ¿Quién puede regular el ámbito 
tributario? 
 
 Potestades o competencias de la gestión administrativa: Las cuestiones 
relacionadas con la función pública. El ente encargado de ello es la Dirección 
de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), en cuanto tiene que ver con 
impuestos nacionales, a la luz del Decreto 4048 de 2008. Esta competencia 
comprende varias tareas: 
 Fiscalizar: constatar si se cumplió con los mandatos tributarios. Si se 
cumplió mal, ordena liquidar oficialmente el monto de las obligaciones 
tributarias. 
 Recaudar las obligaciones que se han determinado. 
 Sancionar a aquellos que han cometido ilícitos tributarios, o sea que no 
se han sometido al mandato de la norma. 
 Discutir en vía gubernativa a través de la decisión de los recursos 
procedentes, las impugnaciones que realizan los administrados. 
 Potestades de aprovechamiento del recaudo: Capacidad de hacer uso 
de los recursos que se obtienen a través de la figura tributaria. El ente que 
define el recaudo de la figura tributaria es el Congreso cuando aprueba el 
presupuesto. 
 
El poder normativo en materia tributaria constitucionalmente se ha atribuido a 








En tiempo de paz, solamente el Congreso, las asambleas departamentales y 
los concejos distritales y municipales podrán imponer contribuciones fiscales 
o parafiscales. La ley, las ordenanzas y los acuerdos deben fijar, directamente, 
los sujetos activos y pasivos, los hechos y las bases gravables, y las tarifas 
de los impuestos. 
La ley, las ordenanzas y los acuerdos pueden permitir que las autoridades 
fijen la tarifa de las tasas y contribuciones que cobren a los contribuyentes, 
como recuperación de los costos de los servicios que les presten o 
participación en los beneficios que les proporcionen; pero el sistema y el 
método para definir tales costos y beneficios, y la forma de hacer su reparto, 
deben ser fijados por la ley, las ordenanzas o los acuerdos. 
Las leyes, ordenanzas o acuerdos que regulen contribuciones en las que la 
base sea el resultado de hechos ocurridos durante un período determinado, 
no pueden aplicarse sino a partir del período que comience después de iniciar 
la vigencia de la respectiva ley ordenanza o acuerdo (Constitución política de 
Colombia, 1991).” 
 
Este artículo fija las competencias normativas tributarias en cuerpos de 
representación popular de los distintos niveles de gobierno: Congreso, asambleas 
departamentales y concejos municipales. 
 
En ese sentido, La norma que regule el tributo (ley, ordenanza o acuerdo) debe 
contener todos los aspectos de la relación jurídica-tributaria, debe fijar los hechos, 
los sujetos activos y pasivos, las bases gravables y las tarifas de los impuestos. En 
últimas se refiere a: 
 Hechos que dan origen a la prestación. 
 Sujetos involucrados. 
 Determinación de la prestación. 
De igual forma, los cuerpos colegiados deben establecer el tributo, determinando 
todos sus elementos. En el caso de tributos de orden nacional todos los elementos 







la tarifa la puede definir la autoridad administrativa siempre y cuando la ley fije el 
sistema y método. Por su parte, los tributos de orden territorial, bien podría la ley 
determinar todos, algunos, o cuando menos autorizar establecer el tributo en las 
entidades territoriales. 
Comenzamos a comprender, tal como vemos en la siguiente definición que ese 
poder tributario territorial emana del Congreso de la Republica, responsable de la 
creación de leyes, las cuales en nuestro sistema jurídico pueden ser adoptadas por 
las asambleas departamentales o concejos municipales o distritales, quienes en su 
jurisdicción a través de la expedición de actos administrativos (ordenanzas y 
acuerdos), pueden adoptar, en el marco de un debate democrático, los tributos que 
el congreso defina para la financiación propia de las entidades territoriales, las cuales 
gozan de plena autonomía en la gestión, más no en la creación de esta fuente de 
recursos. Insignares (2015 p. 61) 
 
 
Lo anterior se establece en el principio de reserva de ley, al respecto del cual la Corte 
Constitucional en sentencia C-400 de 2013 nos dice: 
Principio de reserva de ley, “es una institución jurídica conforme a la cual, 
por disposición de la propia Constitución, corresponde exclusivamente al 
legislador el desarrollo de determinadas materias (…) si se trata de una 
materia que tiene reserva legal corresponde exclusivamente al Legislador 
desarrollarla, pues la reserva de ley ‘es una institución jurídica, de raigambre 
constitucional, que protege el principio democrático, al obligar al legislador a 
regular aquellas materias que el constituyente decidió que fueran 
desarrolladas en una ley” 
 
Ahora bien, queda claro que la voluntad de las partes no cumple ningún papel en las 
relaciones jurídico-tributarias. La ley acude con pretensión de completitud, por lo 
cual, el titular de esas potestades normativas es quien determina por completo el 
contenido de las relaciones jurídicas-tributarias. Desde ese momento, la idea de 
reserva de ley conlleva un postulado contractualista. Los tributos que existirán serán 







nosotros quienes determinamos el sistema tributario, refiriéndonos al auto 
imposición, que en su momento se formuló a través de una serie de 
statements/postulados que se hicieron sagrados en el mundo tributario: 
 No hay tributo sin representación – no taxation without representation. 
 No hay tributo sin ley – nulum tributum sine legem. 
 
Dicha formulación de las potestades normativas queda clara en el art. 338 CP y  esa 
idea de reserva de ley es complementada con el art. 150.10. Por lo tanto, se le 
permite al Congreso revestir de facultades extraordinarias al ejecutivo para que este 
se encargue de regular alguna materia, pero esto no podrá ser dado para expedir 
códigos ni para establecer tributos. Sin embargo, con la CP 1886, sí se permitía. 
 
A pesar de lo anterior, existen situaciones en las cuales el ejecutivo está facultado 
para regular los tributos. Los estados de excepción, consagrados en los artículos 
212 a 215 de la Constitución Política de 1991, siendo estos: guerra exterior, 
conmoción interior o estado de emergencia, constituyen casos en los cuales, para 
poder atender la circunstancia excepcional que amerita una reacción urgente del 
Estado, se permite que el presidente reglamente los tributos porque será necesario 
contar con recursos que hagan posible atender la emergencia de la que se trate. 
 
De este modo, pueden pasar las potestades normativas tributarias del Congreso al 
ejecutivo para que mediante decretos legislativos expedidos en el marco de esa 
excepción regule un tributo –ya sea creando uno o modificando uno ya existente-, 
pero esa regulación está limitada por dos circunstancias, una de orden material y 
otra de orden temporal, esto significa que tiene que estar orientada a atender la 
circunstancia y tiene una vigencia precaria. 
 Guerra exterior: los decretos legislativos rigen durante el tiempo que ellos 








 Conmoción interior: los decretos legislativos dejan de regir cuando se 
restablezca el orden público. 
 Emergencia económica: las medidas dejan de regir al término de la 
siguiente vigencia fiscal. 
 
Además, en estos casos, se respetarán los principios materiales de la imposición, 
pero el punto está en que aquí hay una transferencia de las potestades normativas, 
no del contenido posible de las figuras tributarias. 
 
Visto lo anterior, pasaremos a ver la autogestión de los intereses de las entidades 
territoriales. En virtud del Artículo 287 de Constitución Política de 1991, consagra: 
 
Las entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión de sus 
intereses, y dentro de los límites de la Constitución y la ley. En tal virtud 
tendrán los siguientes derechos: 
1. Gobernarse por autoridades propias. 
2. Ejercer las competencias que les correspondan. 
3. Administrar los recursos y establecer los tributos necesarios para el 
cumplimiento de sus funciones. 
4. Participar en las rentas nacionales. 
 
 
Con base en esta autonomía en materia tributaria para los departamentos y 
municipios, las ET tienen, entre otros, el derecho a administrar los recursos y 
establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones, lo que 
significa, que tienen una participación en el poder tributario a través de las asambleas 
distritales y los concejos municipales, los artículos 300, inciso cuarto, lo reiteran para 
los departamentos, 313 y 338 constitucionales; participación que se proyecta en la 
capacidad de establecer y gestionar los tributos locales (el poder de imposición y la 
potestad administrativa de imposición) y de imponer las cargas tributarias en su 
respectivo territorio; pero de igual manera, tiene como límite los poderes e intereses 








Así, la doctrina manifiesta que respecto al poder tributario territorial, el legislador solo 
puede crear el tributo territorial y establece los lineamientos y/o el marco general del 
mismo, el cual debe ser desarrollado por las asambleas y los concejos, porque 
precisamente es el mandato constitucional del art. 338 indica quienes deben fijar los 
elementos del tributo, en el caso de tributos nacionales a partir de la ley y en el caso 
de territoriales a través de ordenanzas y acuerdos. Cubides (2017 p.75) 
 
 
Teniendo en cuenta que hablamos de cuerpos de representación del nivel 
departamental y municipal, no solo estatal, es válido formular la cuestión de: 
¿Cómo compatibilizar las potestades y competencias normativas tributarias entre la 
Nación, los departamentos y los municipios? ¿Pueden hacer todos lo mismo? ¿Hay 
un reparto de tareas? ¿Quién tiene la competencia constitucional para regular 
tributos de las entidades territoriales? 
 
Este asunto lo trata la sentencia C-035 de 2009 porque contiene la doctrina judicial 
vigente al día de hoy acerca de las potestades normativas de la Nación cuando 
regula tributos de las entidades territoriales. No obstante, es necesario hacer un 
recorrido de pronunciamientos para poder llegar a la posición actual. Todavía cabe 
señalar, la manera como se distribuyen las competencias normativas-tributarias 
entre los diferentes niveles de gobierno. En efecto, la constitución reconoce tres 
niveles de gobierno: Nación (Congreso), Departamento (Asambleas) y Municipio 
(Concejos municipales). En este punto surge un debate constitucional importante 
porque entran en tensión el principio de reserva de ley vs. La autonomía fiscal y 
tributaria de las entidades territoriales para determinar qué entidad se encarga de 
establecer el régimen de los tributos de las entidades territoriales. 
 
Para comprender a fondo la manera en que se reparten las competencias 
normativas, hay que plantear criterios de aplicación que fueron firmados por la Corte 







concede competencias tributarias al Congreso, asambleas y concejos. Pareciera que 
las asambleas y concejos pueden crear de manera abierta figuras tributarias; sin 
embargo, la Corte dijo que no puede llevarse a cabo una aplicación de esa 
disposición aislada de lo que está previsto en el art. 287 en el 300 y en el 313, porque 
se señala que estas últimas normas, cuando se reconoce la autonomía de las 
entidades territoriales, se encuentran limitadas por la CP y la ley. 
 
En consecuencia, para la regulación de los tributos de las entidades territoriales 
concurre un doble límite: lo dispuesto en la CP y en la ley. Por esa razón, la Corte 
señaló que en nuestro régimen las asambleas y los concejos no pueden crear tributos 
o concebirlos de manera originaria, los mismos tienen que estar previamente 
establecidos por una ley, es decir, la creación ex novo de las figuras tributarias 
territoriales le corresponde al legislador nacional. 
 
Con respecto a lo anterior, desde la CP se establece un mandato de co-legislación 
de acuerdo con el cual la regulación de los tributos de las entidades territoriales no 
puede darse completamente desde la ley ni desde la norma local, sino que se 
requiere que confluyan la ley y acto administrativo general. Este es el régimen 
constitucional. Lo anterior, ha dado pie para que unos entiendan que el poder 
tributario de la nación es originario, mientras que el de los departamentos y 
municipios es derivado. En realidad, ambos poderes tributarios son originarios 
porque están conferidos por la CP, no mediante ley. 
 
Desde 1993 hasta la fecha, la Corte Constitucional y el Consejo de Estado han 
producido sentencias para dilucidar qué tan regulado debe estar el tributo en la ley. 
En últimas, los interrogantes que se han generado son: 
 ¿Cuál es el alcance del poder tributario de las entidades territoriales? 
 ¿Cuál es el límite de la regulación de la Nación? ¿Puede la ley señalar todos 








En el caso de la Corte Constitucional, en la sentencia C- 517 de 1992, dijo que en lo 
que tiene que ver con potestades fiscales, las entidades territoriales gozan de una 
autonomía fiscal limitada, es decir, que lo que les reconoce la CP no es una 
soberanía fiscal, por lo que su ejercicio queda subordinado a los términos señalados 
en la ley. 
 
Poco tiempo después, la sentencia C-04 de 1993 manifestó que en la medida en que 
la CP no especifica los elementos del tributo que debe consagrar la ley, se hacía 
necesario que desde una perspectiva interpretativa se identificaran esos límites, 
hasta tanto se expidiera una ley orgánica de ordenamiento territorial que repartiera 
las competencias y especificara qué parte de la regulación del tributo le correspondía 
a cada nivel de gobierno. Sin embargo, esta ley tardó mucho. Se expidió apenas en 
2011 y nos encontramos con que en realidad no es una ley orgánica de ordenamiento 
territorial, porque no se regula el reparto de competencias, solo tiene una habilitación 
para que se realicen gastos conjuntos entre varios departamentos, de manera que 
la tarea sigue en cabeza de los intérpretes. 
 
La Corte Constitucional, de cara a la regulación de aspectos macroeconómicos, 
intensificó el alcance y peso de lo unitario, y debilitó el elemento autonómico. Cuando 
se regulan cuestiones que inciden en la economía, esa regulación tendrá que recaer 
sobre la ley porque la competencia de la regulación de la economía y hacienda 
pública está en cabeza del legislador nacional. Desde entonces, las sentencias de 
esta corporación han sido erráticas y criticables. 
 
Luego, en sentencia C-084 de 1995, para responder a estas preguntas la Corte fijó 
la siguiente tesis, existen dos tipos de leyes que regula los tributos locales: 
Leyes que crean el tributo: Por exigencia del principio de predeterminación de 
las obligaciones tributarias y seguridad jurídica de los destinatarios de estas 
normas, era necesario que la ley que creara el tributo territorial se encargara 







la autonomía, porque de igual manera las entidades territoriales pueden elegir 
si lo aplican o no. Esto es una falsa respuesta porque al final del día el 
departamento o el municipio no entrará a decir si lo establece o no en su 
jurisdicción porque necesita hacerlo, pues de lo contrario no tendrá recursos. 
Si la ley ya lo dijo todo, ¿qué espacio de autonomía le queda a la entidad? 
Ninguna. 
 
Leyes que autorizan su creación: Estas pueden ser más generales, y por lo 
tanto dan un espacio para que las entidades territoriales sean quienes se 
encarguen de señalar los elementos de la figura tributaria local. No 
desaparece la autonomía, al contrario, se extrema, al punto que es el 
municipio o departamento el que decide el régimen del tributo. Se respeta el 
principio de reserva de ley en materia tributaria porque es la ley la que autoriza 
la creación de la figura tributaria local. 
 
La tesis que se acogió en esta sentencia es muy criticable porque si se hace uso de 
ella no se podrá declarar la inconstitucionalidad de ninguna ley que regule un tributo 
territorial. Esta posición se ha repetido en muchas sentencias en las cuales se ha 
dicho que se reconoce la constitucionalidad de la figura siempre que sean 
determinables los elementos del tributo. (C-506 de 1995, C-205 de 1995, C-537 de 
1995, C-740 de 1999). 
 
En los intentos de avanzar en la autonomía impositiva, específicamente en la 
competencia para determinar los elementos de la obligación tributaria, cabe destacar 
la sentencia C-537 de 1995 donde en palabras de la Corte: 
 
“Si pues, en consonancia con los mandatos constitucionales - particularmente 
el consagrado en el artículo 338-, tanto el Congreso de la República como las 
Asambleas Departamentales y los Concejos Distritales y Municipales están 
facultados para determinar en forma autónoma y directa los elementos 







que por estas corporaciones de elección popular se impongan.” 
Posteriormente, la sentencia C-1097 de 2001 afirma que: 
“(ii) para el plano territorial la ley había previsto “la existencia de un tributo 
documentario –la estampilla- a ser concretado en sus componentes básicos 
por las asambleas y concejos, esto es, en lo atinente a la fijación de: sujeto 
activo, sujeto pasivo, hecho generador, base gravable y tarifa.” Lo anterior, 
conciliaba adecuadamente los principios de unidad nacional y autonomía 
territorial. (…) tratándose de tributos territoriales la igualdad, debe entenderse 
dentro de cada jurisdicción y no con referencia al plano nacional” 
 
En el 2002, se reitera la posición que señala que corresponde al Congreso de la 
República la creación de los tributos del orden territorial y el señalamiento de los 
aspectos básicos de cada uno de ellos, esto en la sentencia C- 227 del año en 
mención. Apoyando esta línea la sentencia C-538 del mismo año señala: 
 
La Corte consideró que si bien era cierto que en relación con los tributos 
nacionales el legislador debía fijar todos los elementos, esto es, sujeto activo, 
sujeto pasivo, hechos y bases gravables y tarifas, también lo era que “frente a 
los tributos territoriales el Congreso no puede fijar todos sus elementos porque 
estaría invadiendo la autonomía de las entidades territoriales”; empero, en 
este caso el legislador puede “señalar ciertas pautas, orientaciones y 
regulaciones o limitaciones generales”, para el ejercicio de la facultad 
impositiva territorial (negrilla en el texto). 
 
Así mismo, en 2003 la sentencia C-944 sostuvo que la competencia de los entes 
territoriales para establecer y regular los tributos debía ejercerse dentro de los límites 
señalados en la Constitución y la ley, lo cual significaba que la potestad impositiva 
regional y local era relativa, por lo cual, el legislador podía “señalar ciertas pautas, 







Corolario a lo anterior, en el 2006 la Corte resumió y analizó la evolución de la 
jurisprudencia que se explicó en líneas precedentes. En efecto, la sentencia C-035 
de 2009 de forma literal expresa “Conclusiones extraídas del análisis de los 
precedentes jurisprudenciales” con ello la corte pone de presente: 
 
La fijación de los parámetros básicos implica reconocer que ese elemento 
mínimo es la autorización que el legislador da a las entidades 
territoriales para la creación del tributo.” (Negrillas fuera del original) (…) 
“debido a que la identidad del impuesto se encuentra íntimamente ligada al 
hecho gravable, es claro que la ley debe delimitar los hechos gravables que 
son susceptibles de ser generadores de impuestos territoriales. 
 
Entonces, esta sentencia señala que el Congreso no puede determinar todos los 
elementos de la figura tributaria porque vaciaría las competencias de los concejos y 
asambleas. Los elementos mencionados se establecen en primer párrafo art. 338 
CP, elemento objetivo (hecho generador, base gravable y tarifa) elemento subjetivo 
(sujeto activo y pasivo). 
 
En resumen, respecto de los tributos de las entidades territoriales, el congreso no 
tiene competencias normativas sobre todos esos elementos, pues eliminaría la 
autonomía territorial de la CP. La Corte Constitucional también ha dicho que la ley 
debe fijar unos parámetros mínimos dentro de los cuales deben moverse las 
asambleas y concejos. Se salió de la tesis de 1995, según la cual la ley no lo puede 
decir todo, pero tampoco puede ser parca. Los parámetros establecidos son: 
 Creación del tributo. 
 Delimitación del hecho generador. 
 
Así las cosas, la sentencia da a entender que si la ley no contiene el hecho generador 
de la figura tributaria territorial sería inconstitucional. Esto aspira ordenar el sistema 
jurídico tributario, porque cuando se identifica el hecho generador existe un 
tratamiento unitario, pues lo que se grava en un municipio será lo mismo que en otro. 







principio, admitía que los elementos de las figuras tributarias locales que no 
estuvieran dadas por las leyes fueran regulados por concejos y asambleas. Este 
comenzó a cambiar de posición en el 2002, con la sentencia de la sección cuarta, 
expediente 15.591. En la cual afirmó que el legislador debía fijar directamente todos 
los elementos, no dejarlo a los concejos y las asambleas. Ello para proteger la 
predeterminación de las figuras tributarias. 
 
Hubo un choque de trenes porque a la Corte Constitucional le corresponde declarar 
la inexequibilidad de las leyes, pero al Consejo de Estado la legalidad de los actos 
administrativos. Para que los acuerdos y ordenanzas fueran válidos, la primera no 
exigía que tuviera todos los elementos, pero el segundo sí, dejando a los municipios 
entre la espada y la pared. En consecuencia, dicha posición fue revisada en el 2009, 
con la sentencia de la sección cuarta, expediente 16.544. Esta señalo que ya que la 
Corte había cambiado de doctrina en la sentencia C-035 de 2009, entonces al juzgar 
los acuerdos y ordenanzas van a usar esa doctrina. 
 
Hoy en día, el Consejo de Estado también entiende que las potestades normativas 
tributarias del legislador, cuando se ocupa de tributos locales, le exigen que regule 
el hecho generador, pero sin llegar a regular la totalidad de los demás elementos de 
la estructura de la obligación tributaria. Desde entonces, se ha visto un movimiento 
pendular en la doctrina del Consejo de Estado, de suerte que pasó de considerar a 
que la ley lo dijera todo, a decir que los departamentos y municipios tienen una 
soberanía fiscal reforzada. (Sentencia del 04 de febrero de 2016, expediente. 20767). 
 
Ante la indeterminación de los elementos del impuesto, le corresponde al ente 
territorial decidirlos. Esto es contrario a la sentencia C -517 de 1992, porque la 
primera aclaración que hizo fue que las entidades territoriales no tienen una 
soberanía tributaria, sino que están sometidas a una serie de instrucciones en tanto 
la ley tiene un peso mayor de cara a la regulación de la economía. En ese sentido, 
hay que tener claro que cuando la ley efectúa una determinación los entes 








Por otro lado, frente a todo aquello que no haya sido determinado por la ley, lo que 
entienden la Corte Constitucional y el Consejo de Estado es que la delimitación de 
toda la estructura tributaria le corresponde a la entidad territorial, al concejo o a la 
asamblea. Las entidades territoriales regularán su régimen tributario, pero necesitan 
contar con una ley que haya consagrado la figura y haya dado el hecho generador, 
sin perjuicio de que haya varios casos en que la ley no ha dicho nada sobre el 
particular, pero existen y se admiten, gracias a las tesis que se han utilizado a lo 
largo del tiempo en la doctrina judicial de la Corte Constitucional. Asimismo, el cuerpo 
de representación popular no puede modificar el hecho generador dado por el 
Congreso y mucho menos puede hacerlo el alcalde a través de un decreto. 
 
Así las cosas, como ya estudiamos el poder tributario constitucional que consiste en 
la facultad del Estado de crear tributos y su respectivo recaudo, de igual forma que 
emana del legislador, que está conformado por 2 componentes, poder normativo y 
gestión administrativa y quien detenta este poder pudimos comprender que las ET 
tienen un doble límite de acción, la constitución y la ley. En el mismo sentido, la Corte 
Constitucional después de varios años y posturas, concluyó de forma expresa, en 
cuanto a los tributos territoriales, que el Congreso solo debe crearlos y delimitar el 
hecho generador para no violar el principio de autonomía de los concejos 
municipales y asambleas departamentales. Abarcado lo relacionado con la creación 
y recaudo de los tributos, a continuación, analizaremos la naturaleza jurídica de las 
estampillas. 
 
2. Naturaleza tributaria de las estampillas. 
 
 
Para dar inicio al estudio de las estampillas, resulta pertinente hacer una breve 
reseña histórica de la figura en mención. El primer antecedente que conocemos del 
surgimiento de las estampillas se remonta a finales de la década de 1830 en 







Esta nació como un mecanismo de verificación del pago anticipado del servicio, 
consistente básicamente en un sello postal que se adhería a la correspondencia 
(Sánchez, 2017), (Dauton, 1985). 
 
Por su parte en Colombia, su implementación se dio bajo el gobierno de Mariano 
Ospina en 1859, cuando se expidió la ley Orgánica de Correos Nacionales, por medio 
de la cual se emitieron las primeras estampillas. Los servicios postales quedaron a 
cargo del ejecutivo y éste se encargó de su expedición. Posteriormente, En 1936 la 
misma fue asumida por la Administración Postal Nacional, la cual tenía dentro de sus 
funciones emitir en nombre de la nación y en forma privativa las especies postales, 
custodiarlas, tutelarlas y comercializarlas de conformidad a lo establecido por la 
Unión Postal Universal (Sánchez, 2017). 
 
De este modo, la Ley 27 de 1949 fue el primer referente legal de las estampillas 
como tributo territorial, y mediante ella se autorizó la emisión de la estampilla “Bodas 
de oro del Departamento del Atlántico” con el fin de proveer al Departamento, a su 
capital y a sus municipios de recursos de destinación específica. A partir de ese 
momento las estampillas nacieron a la vida jurídica como una categoría de tributos 
en cabeza de una entidad territorial. Esta estampilla se creó con una vigencia de 5 
años, emisión a cargo del Gobierno nacional y su distribución a cargo del gobierno 
del Atlántico. 
 
En el mismo sentido, la Corte hace una evocación histórica de la estampilla en la 
sentencia C-1097 de 2001, menciona a Hill e infiere “que la estampilla surgió como 
un documento de comprobación del pago correspondiente a una tasa –servicio 
postal-, cuya contraprestación consistía en el transporte y entrega de una carta ha 
determinado destinatario”. Así mismo, como ya se mencionó, la Corte alude a cómo 
incursionó la figura en Colombia. También relaciona las estampillas con los tributos 
y una primera postura establece que corresponde al ámbito de las tasas, por las 
características propias de este tributo. De igual forma, la estampilla también puede 







de medio comprobatorio o como gravamen en sí mismo considerado. 
 
Conviene precisar que desde esta sentencia se señala que nos referimos a un 
gravamen que se causa a cargo de una persona por la prestación de un servicio, 
conforme a la ley y en las reglas territoriales sobre sujetos activos y pasivos, hechos 
generadores, bases gravables, tarifas, exenciones y destino de su recaudo. Lo 
anterior, está en cabeza del respectivo ente territorial. En esta sentencia se estudió 
la constitucionalidad de la Ley 397 de 1997. 
 
En suma, en Colombia es posible distinguir 3 figuras bajo la denominación de 
estampillas: 
 
1. Estampillas como sello postal que deben pagar los remitentes que hacen uso 
del servicio de correo. 
2. Estampillas para certificar el pago del impuesto al consumo de productos 
gravados, reguladas por el Sistema Único de Transporte como instrumento de 
fiscalización. 
3. Las estampillas departamentales, distritales y municipales como especie de 
tributo que constituye una fuente de financiación de las entidades territoriales 
con una destinación específica. 
 
Considerando lo anterior, es pertinente afirmar que la figura cuenta con diferentes 
acepciones, pero el objeto de este análisis son las estampillas como categoría 
tributaria. Por ende, comenzaremos su estudio a partir de quién autoriza la emisión 
de las mismas. 
 
En consecuencia, nacen como tributos territoriales creados por el legislador con una 
destinación específica. Asimismo, el Congreso, a través de leyes, facultó a los 
órganos de representación popular para establecerlas en sus jurisdicciones. 
 
Lo más importante a destacar desde ahora, es que ya la honorable Corte 
Constitucional ha mencionado que aunque los municipios y departamentos pueden 







dentro de una sana lógica jurídica1, y está sana lógica jurídica implica dos cosas: las 
estampillas gravan documentos públicos y/o contratación pública. 
 
Entendemos por documento público, acorde al Código general del proceso que es el 
otorgado por funcionario público en ejercicio de sus funciones o con su intervención 
u otorgado por un particular en ejercicio de funciones públicas o con su intervención. 
Cuando consiste en un escrito autorizado o suscrito por el respectivo funcionario, es 
instrumento público. 
 
Además, son contratos públicos o estatales todos los actos jurídicos generadores de 
obligaciones que celebren las entidades a que se refiere la ley 80 de 1992. En 
definitiva, los municipios y departamentos tienen la obligación de respetar esos 
límites que la jurisprudencia ha señalado. 
 
2.1 Tipología de las estampillas. 
 
 
Como se evidencia de la definición, alcance y delimitación del poder tributario en el 
acápite anterior, la creación de tributos es exclusiva del Congreso de la República. 
Por tanto, abordaremos de forma concreta la tipología tributaria con la finalidad de 
establecer cuál es la naturaleza de las estampillas conforme a la Corte Constitucional 
y la doctrina. 
 
Los tributos, tal y como lo afirman Insignares y Piza (2015, p. 273), son la figura 
medular del derecho tributario, es una herramienta fundamental para el Estado, en 
específico para la política fiscal, porque permite financiar el gasto público, siendo 
esta su finalidad clásica. 
 
A pesar que en nuestra Constitución no encontremos una definición de tributo, 
podemos observar que son ingresos públicos que consisten en relaciones jurídicas 
obligacionales de Derecho público, en las cuales la prestación es de contenido 
 







pecuniario y el nacimiento de esa obligación se da con la realización de un supuesto 
de hecho tipificado en la ley. 
 
Por ello, si bien hay referencias normativas en la CP 91 en arts. 115 y 338 donde se 
refieren a contribuciones como si fuese el género del que emanan las especies 
tributarias, no es acertada la referencia anterior, pues a lo largo de la historia hemos 
visto que el género es el tributo. 
 
Así las cosas, es ineludible ver los pronunciamientos de la doctrina al respecto, 
donde el tributo si encuentra una definición y es la siguiente: “El tributo es una 
prestación pecuniaria a favor de un ente público para subvenir a las necesidades de 
éste, que la ley hace nacer directamente de la relación de ciertos hechos que ella 
misma establece” (Saninz De Bujanda. 1977). 
 
En la división tripartita de tributos encontramos los impuestos, las tasas y las 
contribuciones. En primer lugar, los impuestos son tributos que se exigen sin 
contraprestación, por el simple hecho de contar con una capacidad económica 
tipificada por el legislador, en otras palabras es un cobro indistinto al grupo o estrato 
al que pertenece el ciudadano, lo importante es que cumpla con el supuesto 
demostrativo de capacidad económica; No implica ninguna actuación por la 
administración, viene a ser la realización de actos o negocios. Por tal motivo, Los 
impuestos son la forma tributaria más importante porque son aptos para financiar 
todo tipo de gastos públicos. 
 
En segundo lugar, las tasas son una prestación pecuniaria, a favor de un ente 
público establecida por la ley, el hecho generador está contemplando como la 
prestación de un servicio o en que la administración realice algún tipo de actividad 
que beneficia al sujeto a quien se le exige el cumplimiento de la obligación. Es decir 







Por último, las contribuciones son aquellas donde la obligación nace porque la 
autoridad hizo algo que genera un beneficio particular, identificable sobre alguien y 
por tanto la contribución a la financiación al gasto público se le exige a ese 
beneficiario. Es por esto que se les ha llamado tributos vinculados o con 
contraprestación. En la sentencia C-545 de 1994, la Corte definió las contribuciones 
especiales como “un pago por una inversión que beneficia a un grupo de personas”. 
 
En aras de las definiciones expuestas, las estampillas encajan en la definición de 
impuesto. Sin embargo la Corte Constitucional considera que es una tasa parafiscal 
creando una subclase. Así pues, en sentencia C-768 de 2010 haciendo una remisión 
a múltiples fallos del Consejo de Estado, en tal pronunciamiento expresa: 
Tres son los elementos que distinguen la parafiscalidad, a saber: la 
obligatoriedad que surge de la soberanía fiscal del Estado; la singularidad en 
cuanto se cobran de manera obligatoria a un grupo específico; y la destinación 
sectorial por estar destinadas a sufragar gastos de entidades que desarrollan 
funciones administrativas de regulación o fiscalización. 
Las tasas participan de la naturaleza de las contribuciones parafiscales, en la 
medida que constituyen un gravamen cuyo pago obligatorio deben realizar los 
usuarios de algunos organismos públicos; son de carácter excepcional en 
cuanto al sujeto pasivo del tributo; los recursos se revierten en beneficio de un 
sector específico; y están destinados a sufragar los gastos en que incurran las 
entidades que desarrollan funciones de regulación y control y en el 
cumplimiento de funciones propias del Estado 
 
 
La providencia luego señala: 
Entonces, las “estampillas”, dependiendo de si se imponen como medio de 
comprobación para acreditar el pago del servicio público recibido, tendrán el 
carácter de administrativas; o de parafiscales, si corresponden al cumplimento 
de una prestación que se causa a favor de la entidad nacional o territorial 








No obstante, en opinión de la autora se difiere de tal postura, por lo siguiente, no es 
una tasa pues no hay contraprestación de servicio, es probable que tenga 
característica de parafiscal porque se invierte en un sector específico. Sin embargo, 
si fuera parafiscal se le cobraría a un mismo sector específico para invertir en ese 
mismo sector, pero no podemos pasar por alto, mucho menos olvidar que la 
estampilla se le cobra a todo el mundo. 
 
En consonancia con lo dicho, las estampillas tienen más características por su 
generalidad de un impuesto. Ahora bien, sucede algo y es que la estampilla tiene 
destinación específica, sin embargo, esta característica se compasa porque el 
art.359 de la CP de 1991 se establece que puede haber contribuciones o impuestos 
con destinación específica siempre que sea para inversión social. En  fin, es más un 
impuesto por las razones mencionadas. 
 
2.2 Las leyes de autorización. 
 
La propagación de proyectos de ley que versan sobre estampillas es alta, así lo 
confirma un estudio que realizaron los ponentes del proyecto de Ley 254 de 2013 
“por medio de la cual se dictan normas orgánicas en materia del impuesto territorial 
de estampillas y se dictan otras disposiciones”. La ley tiene como punto de partida 
un informe especializado del Instituto Colombiano de Derecho Tributario, presentado 
por Camilo Rodríguez en enero de 2009. Rodríguez registró que se han presentado 
183 proyectos de ley que versan sobre estampillas y se han sancionado 69 leyes 
sobre esta materia. 
 
En el libro “Tributos Territoriales en el Ordenamiento Jurídico Colombiano” (Sánchez, 
2017) con base en la doctrina, fija los puntos que integran el contenido de las leyes 
de autorización, determinando los siguientes: 
1) Autorización del Congreso a la asamblea o el concejo para ordenar la emisión 
de la estampilla: determinada por el aspecto espacial del tributo, que 







será sujeto activo de la obligación. En el entendido que las estampillas nacen 
a la vida jurídica por medio de una ley de autorización donde el legislador crea 
el tributo. Entonces, las Asambleas por medio de una ordenanza podrán emitir 
el impuesto en su respectiva jurisdicción. 
2) Fijación de un límite máximo al monto de recaudo: este punto es una forma 
muy importante de limitar la estampilla porque una vez alcanzado ese límite 
definido por la ley no podrá seguir cobrándose la estampilla. 
3) Establecer un periodo de vigencia para las estampillas, entiéndase un lapso 
de tiempo donde esta será imperante. Es decir, que se iniciará el cobro 
cuando el acuerdo o la ordenanza que la acoja entre en vigencia. 
4) Autorización a las asambleas o concejos para determinar algunos elementos 
esenciales, características necesarias para el recuerdo. Significa ello, que lo 
determinante es su creación por parte de una ley o la autorice y las asambleas 
departamentales o concejos municipales de acuerdo a la CP en su artículo 
300 inciso cuarto y artículo 338 definan los demás elementos del tributo. 
5) La cláusula que establece “la obligación de dar a conocer los actos 
administrativos que expidan las corporaciones de elección popular que 
desarrollen la ley de autorización al Gobierno Nacional, a través del Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público”. 
6) Habilitación para que los concejos, previa autorización de la asamblea, hagan 
obligatorio el uso de la estampilla. 
7) Destinación específica: su creación tiene como finalidad apoyar la financiación 
de actividades o funciones de los entes territoriales. Así mismo, esta 
característica permite colocar un límite en cuanto al recaudo pues de acuerdo 
a su fin, será el mismo. 
8) Deber de fiscalización por parte de procuraduría y contralorías y serán 
competentes las de la jurisdicción de la estampilla. 
9) Sistema de control para el recaudo del tributo: es la asignación a los 
funcionarios departamentales y/o municipales que intervienen en los actos la 







10) Aspecto cuantitativo: es la alternativa que tiene los concejos o las asambleas 
de determinar la tarifa y la base gravable que es más indefinida, porque no 
existe un régimen único, ya que solo en algunos casos se prevé cual es el 
valor del respectivo documento sobre el cual recae el tributo. Termina siendo 
las estampillas un impuesto bastante particular porque su recaudo permite 
obtener ingresos significativos para municipios o departamentos. 
11) Cláusula de vigencia: desde cuando inicia y establece sus efectos hacia el 
futuro. En ocasiones, sabremos cuando inicia el recaudo pero no cuando 
termina, pues como veremos más adelante concretamente cuando se estén 
analizando las estampillas del distrito especial de Cartagena, nos daremos 
cuenta que este punto o característica no siempre se cumple, pues en 
ocasiones su duración es indeterminada. 
 
En efecto, hay impuestos que algunos autores como Cubides (2019) han 
denominado tributos en blanco porque dan la simple autorización y son la ET quien 
completa los demás elementos. La estampilla es un clásico ejemplo de esos tributos. 
No es inconstitucional, pues la Corte estableció que lo mínimo que se tenia que dar 
era la ley de autorización y la están dando. En este sentido,, la sentencia C-891 de 
2012 manifiesta: 
“el Congreso deberá crearlos o autorizar su creación, pudiendo asumir 
además esa Corporación Legislativa una de tres alternativas para la 
determinación de los elementos constitutivos del tributo: i) que señale los 
elementos del tributo; ii) que fije algunos de los elementos del tributo y permita 
que asambleas y concejos señalen los restantes, y iii) que deje a las 
corporaciones públicas territoriales la fijación de los elementos del tributo que 
aquel ha creado” 
 
Una vez mencionado lo anterior, se procederá a realizar la identificación de las 
estampillas en el Distrito Especial de Cartagena, con el propósito de exponer el 
desarrollo normativo, las características de estas estampillas de forma detallada y su 







Es menester precisar, que la Corte de forma expresa estableció que  las estampillas 
tienen características o elementos esenciales al momento de gravar, lo cual es que 
solo pueden gravar documentos públicos o contratación pública, conceptos ya 
definidos conforme al Código General del Proceso y la Ley 80 de 1993. Estos 
elementos son perímetro de acción de las ET para complementar los elementos del 
hecho generador, siempre dentro de una sana lógica jurídica, respetando esos 
postulados básicos, no es una opción, es decir, excederse gravando otras materias. 
 
Con base en el razonamiento anterior, analizaremos el caso en concreto del Distrito 





Capitulo II. Análisis de las estampillas en el Distrito Especial de Cartagena. 
 
Una vez examinado el poder tributario, en especial el que tienen las entidades 
territoriales para regular y recaudar sus tributos, y entendido la naturaleza jurídica y 
tributaria de las estampillas, el presente capítulo busca inmiscuirse en el estudio de 
las estampillas en el Distrito Especial de Cartagena de Indias, su normatividad, los 
elementos del hecho generador, análisis de legalidad y cifras de recaudo con sus 
respetivas críticas. 
 
En consecuencia, Cartagena es un Distrito turístico y cultural, capital del 
departamento de Bolívar y tal como lo enuncia el título de este acápite, nuestro 
estudio se centrará en las estampillas distritales. La ciudad en mención actualmente 
tiene reguladas solo dos estampillas, Pro cultura y Años dorados. Estos tributos son 
el propósito a tratar en el presente capítulo. 
 
De esta forma, se iniciará el segundo capítulo de esta investigación, con el análisis 








1. Estampilla Pro cultura 
 
 
La estampilla Pro Cultura es creada en la Ley 666 de 2001 por medio de la cual se 
modifica el artículo 38 de la ley 397 de 1997. Conforme a la ley a quien le 
corresponde completar las características tal como lo son, sujetos, hecho generador, 
causación, base gravable y tarifa son las Asambleas Departamentales y Concejos 
Municipales. En el mismo sentido, la ley establece parámetros generales pero son 
estos cuerpos de representación popular en pleno ejercicio del principio de 
autonomía los que establecen esas características propias la estampilla Pro cultura 
en la respectiva jurisdicción. 
 
1.1 Recuento normativo de la estampilla en el Distrito Especial de Cartagena. 
El marco normativo tributario en el Distrito Especial de Cartagena se encuentra 
establecido en Acuerdo Municipal 041 de 2006, “por el cual se dictan disposiciones 
en materia de impuestos de Cartagena D. T. y C., se armoniza su administración, 
procesos y procedimientos con el estatuto tributario nacional, se expide el estatuto 
de rentas distrital o cuerpo jurídico de las normas sustanciales y procedimentales de 
los tributos distritales y se dictan otras disposiciones de carácter tributario”; a pesar 
de ello, en consonancia con las estampillas, se han expedido los acuerdos 023 de 
2002 donde se adopta la Estampilla Pro cultura “Cartagena de Indias 2011- 200 años 
de independencia”. 
 
En el mismo sentido, la estampilla se encuentra incluida en el Estatuto Distrital de 
Rentas y en el Acuerdo 002 de 2009 donde se adoptaron otras disposiciones 
tributarias para el Distrito Especial de Cartagena. 
 
1.2 Elementos del hecho generador 
 
A continuación, de manera explícita se definirán cada uno de los elementos 







1.2.1 Sujeto activo: 
En primer lugar, abordaremos la titularidad del tributo o el acreedor del mismo. En el 
caso en concreto es el Distrito de Cartagena a través del Instituto de Patrimonio y 
Cultura de Cartagena de Indias. En líneas siguientes revisaremos cómo esta entidad 
hace su respectiva labor. 
En otro sentido, ocurre algo particular porque en principio es la Secretaria de 
Hacienda y en el supuesto del numeral cuarto de sujetos pasivos se desprende de 
sus facultades y se las traslada a las Curadurías Urbanas y Secretaria de 
Planeación. 
 
1.2.2 Sujeto pasivo: 
Seguidamente, mencionaremos quienes realizan el hecho generador.  Los deudores 
principales del tributo conforme al Art. 270 del Estatuto Distrital de Rentas 041 de 
2006, son los siguientes: 
1. Los funcionarios públicos del Distrito, a nivel y descentralizado, los 
funcionarios del Concejo, Personería y Contraloría Distrital. 
2.  Propietarios, poseedores o tenedores de vehículos automotores de 
cualquier categoría o cilindraje. 
3. Propietarios, poseedores o tenedores de bienes inmuebles localizados dentro 
de la jurisdicción de Cartagena D.T. y C. 
4. Los usuarios de los servicios ante la secretaria de Planeación y Curadurías 
urbanas. 
5. Propietarios o administradores de establecimientos comerciales ubicados 
dentro de la jurisdicción de Cartagena D.T. y C. 
6. Alumnos de estudios superiores de entidades públicas, privadas o mixtas. 
 
Conforme a lo anterior, tenemos sobre quién recae el tributo. Como se enunció 
anteriormente, destacamos que coincide la calidad de sujeto pasivo económico y 
jurídico; es un caso atípico porque se establece como sujeto pasivo a la Curaduría 
Urbana, pero en últimas sobre quien va a recaer esa obligación es en el usuario que 







De acuerdo con los sujetos a los cuales se les atribuye la realización del hecho 
generador conviene precisar que agrupa prácticamente a la mayoría de los 
ciudadanos cartageneros, involucra desde la comunidad estudiantil de categoría 
superior indistintamente si es privada o pública se ve en la obligación de pagar el 
impuesto objeto de estudio. En el mismo sentido, resulta desproporcional que ellos 
sean quienes de acuerdo al IPCC sean los mayores contribuyentes de la estampilla. 
 
Al parecer, se ratifica la calidad de impuesto que le asignamos a la naturaleza 
tributaria de las estampillas porque al observar detenidamente quienes son los 
sujetos pasivos, denota que se debe pagar por la capacidad contributiva e 
indistintamente del estrato social al que se pertenezca. 
 
1.2.3 Aspecto temporal: 
 
Ahora bien, en cuanto al momento en que se realiza el hecho generador, es 
pertinente precisar que se divide en dos momentos, el primero es cuando nace 
la obligación y el segundo cuando es exigible. Ante la precisión expuesta, en la 
estampilla Pro Cultura nace a la vida jurídica cuando: 
 
1. Se posesiona servidor público de orden distrital del nivel central y 
descentralizado incluyendo funcionarios del Concejo, Personería, Contraloría 
Distrital. 
2. El propietario, poseedor o tenedor de vehículo automotor de cualquier 
categoría o cilindraje solicite matricula, traspaso, pignoración, cambio de 
color, registro de traslado de cuentas, cambio de servicio, duplicados por 
pérdida de placas, duplicados de tarjeta de propiedad. 
3. Los propietarios, poseedores o tenedores de bienes inmuebles localizados 
dentro de la jurisdicción de Cartagena D.T. y C soliciten certificados de 
propiedad y avalúo catastral. 
4. Los usuarios de servicios ante la secretaria de Planeación y Curadurías 
urbanas soliciten licencia de construcción y/o urbanismo o de reforma de 







5. Los propietarios o administradores de establecimientos comerciales ubicados 
dentro de la jurisdicción de Cartagena D.T. y C. soliciten licencia de 
funcionamiento y de sanidad 
6. Alumnos de estudios superiores de entidades públicas, privadas o mixtas 
paguen las matriculas para cursar estudios superiores a nivel tecnológico o 
universitario en pregrado o postgrado en instituciones públicas o privadas. 
 
Con lo anterior queremos significar que el nacimiento de la obligación tributaria se 
establece teniendo en cuenta el momento de realizarse el hecho generador. Esta 
cuantificación a la cual fijamos la materialización en términos cronológicos, atañe en 
el numeral primero, a un único momento, la posesión del servidor público. Este en 
opinión de la autora, permite cuestionarse lo siguiente, si la gran mayoría de 
contratación de personal en el Distrito se hace mediante Orden de Prestación 
Servicio, ¿Por Qué no fijar a este tipo de funcionarios con este impuesto? 
 
El cometido de lo anterior, es solo una reflexión basándonos única y estrictamente a 
lo escuchado y vivido durante la recolección de información. Pues si la razón de la 
estampilla es contribuir a gastos que cada día crecen más, sería una opción plausible 
para contribuir con tal fin. 
 
Posteriormente, existe el momento de exigibilidad de la obligación tributaria. 
Entonces, será durante los 15 días del mes siguiente a la fecha del recaudo cuando 
existen agentes responsables que deban efectuar el cobro de las estampillas 
declarando y pagando los valores recaudados. 
 
1.2.4 Aspecto espacial: 
 
En este punto, corresponde determinar cuál es el ámbito geográfico al que se 
circunscriben los hechos gravados, debido a este aspecto existen tributos 
nacionales, departamentales, distritales y municipales. Este espacio al que nos 
referimos es delimitado por la ley con la finalidad de ejercer el respectivo poder fiscal. 
En lo que tiene que ver con esta estampilla, se trata de un tributo distrital, de acuerdo 







consonancia con la ley de creación de la estampilla art. 38 de la Ley 397 de 1993 
modificado por la Ley 666 de 2001. Lo anterior implica, que las actividades 
económicas enunciadas en el aspecto material solo serán gravables en el Distrito 
especial de Cartagena porque es donde se realizan. 
 
Así, resulta ser un aspecto que permite determinar el sujeto activo y pasivo del 
tributo. También, el ejercicio que están haciendo las ET con base en el poder 
tributario territorial. Por último, establecer la eficacia o ineficacia de la norma 
tributaria. Sainz De Bujanda (1977). 
 
1.2.5 Aspecto material: 
 
Compete ahora, encargarnos del propio hecho, acontecimiento material, acto 
jurídico, estado o situación de una persona, así como la actividad de un sujeto, que 
concreta la manifestación de riqueza que se quiere gravar (Marín p.328 2015). 
 
De esta manera, analizaremos cada uno de los hechos, actos, acontecimientos, y 
actividades establecidas en el Estatuto de Rentas de Cartagena de Indias 041 de 
2006, en el art. 272, con la finalidad de establecer si el cuerpo de representación 
popular ejerciendo el principio de autonomía, al completar los elementos de la 
estampilla lo están haciendo dentro de una sana lógica jurídica, concepto que 
tratamos en la presente investigación desde el acápite 2.0. Sin embargo, no es 
impreciso recordar que el propósito de la sana lógica jurídica es que las estampillas 
como tributos graven únicamente documentos públicos y contratación pública. En 
este sentido, iniciamos con cada uno de los aspectos: 
 
1. Cada acto de posesión de los funcionarios públicos del Distrito, a nivel y 
descentralizado, los funcionarios del Concejo, Personería y Contraloría 
Distrital, con base en el salario a devengar. 
 
Al respecto, no cabe duda que se trata de contratación pública porque el distrito es 
una de las entidades estatales definidas en el art.1 de la Ley 80 de 1993. En este 
punto, sería perfectamente posible incluir funcionarios contratados por medio de 







temporal. Incumbe a los sujetos que se ven más beneficiados del Distrito, por ese 
motivo es simplemente justo que sean objeto de materialización del hecho 
generador. 
 
2.  Solicitudes de matrícula, traspaso, pignoración y despignoracion, cambio de 
color, de registro de traslado de cuentas, cambio de servicio, duplicados por 
pérdida de placas, duplicados de tarjeta de propiedad por parte de 
propietarios, poseedores o tenedores de vehículos automotores de cualquier 
categoría o cilindraje. 
 
Estas solicitudes se hacen ante el Departamento Administrativo de Tránsito y 
Transporte de Cartagena, el cual es una entidad administrativa adscrita al despacho 
del Alcalde. Por tal motivo, es una entidad pública, que emite documentos públicos 
con ocasión del funcionario competente. Al parecer, estos actos resultan a simple 
vista desproporcionales, pero se induce que la intención del cuerpo de 
representación popular al determinar este aspecto material es fijarse en quienes de 
una u otra forma hacen uso de las carreteras, confirmando que en el Distrito no saben 
realmente cual es la naturaleza tributaria de la estampilla porque si este es el 
razonamiento que están haciendo, sería una forma de contribuir al rodamiento de 
automóviles que se supone lo harían en la ciudad. 
 
3. Solicitud de certificados de propiedad y de avalúo catastral por propietarios, 
poseedores o tenedores de bienes inmuebles localizados dentro de la 
jurisdicción de Cartagena D.T. y C. 
 
Las presentes  solicitudes  las  emite  Superintendencia  de  Notariado  y  Registro e 
Instituto Geográfico Agustín Codazzi respectivamente. La primera de ellas es una 
entidad descentralizada, técnica con personería jurídica, autonomía administrativa, 
financiera y patrimonial. Adscrita al Ministerio de justicia y del Derecho y en segundo 
lugar quien la emite es un funcionario público en ejercicio de sus funciones. Por otro 
lado, el IGAC es un establecimiento público. Entonces, el certificado de libertad y 
tradición o como lo llama el acuerdo 041 de 2006 certificado de propiedad es 







autorizado o suscrito por el respectivo funcionario. En el mismo sentido, el avalúo 
catastral es un instrumento público. 
 
En este punto, sí que palpamos como la estampilla resulta ser sinónimo de pago por 
capacidad contributiva. Pues bien, quien solicita un certificado de libertad y tradición 
o requiere un avalúo catastral es porque posee un bien y/o está interesado en hacer 
cualquier operación sobre determinado predio. 
4. Solicitudes de licencia de construcción y/o urbanismo o de reforma de 
inmuebles y solicitudes de certificados de nomenclatura por usuarios de 
servicios ante la secretaria de Planeación y Curadurías urbanas. 
 
Las anteriores licencias, son otorgadas por entidades estatales y conforme al artículo 
2.2.6.1.1.7. del Decreto Nacional 1077 de 2015, modificado por el artículo 4 del 
Decreto Nacional 1203 de 2017, consisten en autorizaciones para desarrollar 
construcción y reformas. Por lo expuesto, son instrumentos públicos. En cuanto a los 
certificados, son documentos públicos. 
Conforme al razonamiento hecho al numeral tercero, aplica en el mismo sentido. 
Aunque en estas solicitudes son realmente controversiales porque en el Distrito, los 
escándalos de corrupción por ejemplo en el año 2018 en el sector de construcción 
son muestra que quienes hacen estas solicitudes no tienen las calidades exigidas 
para operar. Lo anterior para demostrar que las licencias otorgadas no cumplen los 
requisitos necesarios para hacer obras de construcción en la ciudad. 
 
Otro motivo más para considerar que estas solicitudes tienen que seguir gravado 
porqué quienes lo hacen buscan beneficiarse de la misma y en cantidades 
abrumadoras. 
 
5. Solicitudes de licencia de funcionamiento y de sanidad por propietarios o 
administradores de establecimientos comerciales ubicados dentro de la 







En cuanto, a las licencias de funcionamiento y sanidad son autorizaciones para poner 
en funcionamiento determinado establecimiento de comercio, son instrumentos 
públicos por la naturaleza del mismo. De esta forma, confirmamos que el uso del 
espacio geográfico o territorial de la ciudad te exige para funcionar de estas licencias. 
Al parecer, estas solicitudes generan un beneficio o una contraprestación a favor del 
titular porque la ausencia de ellos significa no poder operar los establecimientos de 
comercio. Es decir, no hay actividad económica generadora de ingresos. 
 
6. Pago de matrículas para cursar estudios superiores a nivel tecnológico o 
universitario en pregrado o postgrado en instituciones públicas o privadas. 
 
Este último numeral resulta ser el más controversial, en el entendido que pagar una 
matrícula universitaria o tecnológica, sin importar si la institución sea pública o 
privada no puede justificar ser gravado con estampilla. Recordemos que Ley 80 es 
clara y precisa en la denominación de “Entidades estatales” y no tiene cabida las 
Instituciones de educación superior de índole privado. No obstante, una estampilla 
que financia la cultura y obtiene sus mayores ingresos de este numeral, es la clara 
manifestación de que viola los pronunciamientos de la Corte Constitucional. 
 
1.2.6 Aspecto cuantitativo: 
 
Ahora, estamos frente a la magnitud cuantitativa del hecho generador, aclaramos, lo 
que se cuantifica son los bienes o servicios que hacen parte del mismo. En este 
aspecto, a su vez está dividido en base gravable y tarifa. 
 
 Base gravable: Por su lado es la cuantificación de la intensidad con que se 
realiza el hecho generado, es por tal motivo que en el caso de la estampilla 
Pro cultura corresponde al monto: 
1. Del salario devengado por el funcionario público distrital. 
2. De la solicitud de matrícula, traspaso, pignoración y despignoración, cambio 
de color, de registro de traslado de cuentas, cambio de servicio, duplicados 







3. De los certificados de propiedad y avalúo catastral. 
4. De la solicitud licencia de construcción, de sanidad. 
5. De la solicitud de licencia de construcción y/o urbanismo o de reforma de 
inmuebles y solicitudes de certificados de nomenclatura. 
6. De la matrícula para cursar estudios superiores bien sea tecnológico, 
universitario en pregrado y posgrado indiferentemente si es pública o privada. 
 Tarifa: Aquí lo que hacemos es identificar qué porcentaje de esa base debe 
serle entregado al Estado en cumplimiento del deber de contribuir. En el caso 
específico a tratar, la ley de creación (L.666 de 2001) estableció en art. 
38.3 que la tarifa con que se graven los diferentes actos de los sujetos no 
podrá ser inferior al 0.5%, ni exceder el 2% del valor del hecho sujeto al 
gravamen. En consonancia con los límites referidos, el Acuerdo 023 de 2002 
y el Acuerdo 041 de 2006 en su art. 272 determinaron que será del 1%. 
 
 
Una vez examinados los elementos del hecho generador, con su respectiva 
apreciación concierne ver la realidad de la estampilla, para esto en el siguiente 
acápite realizaremos un análisis de legalidad y un estudio con las cifras recaudadas 
después de un trabajo de campo detenido y completo hasta donde la entidad 
encargada lo permitió. 
 
1.3 Análisis y cifras 
 
La intención del presente acápite, es poder hacer un análisis de legalidad y posterior 
a ello, estudiar las cifras recolectadas por medio de derechos de petición, visitas 
presenciales a las correspondientes entidades y manifestar la experiencia de 
construir una investigación en la ciudad de procedencia de la autora. 
 
1.3.1 Legalidad 
En este análisis, lo fundamental a la legalidad del tributo es que exista una ley que 







el Concejo Distrital, conforme a la CP en los arts. 300 numeral 4 y 338, defina los 
elementos del tributo. En efecto, las estampillas surgen por medio de la ley de 
autorización 666 de 2001, por medio de la cual, el legislador en el ejercicio del poder 
tributario creó el tributo. Así mismo, determinó el sujeto activo, la administración de 
sus recursos y ordenó la emisión de esta estampilla en su jurisdicción a través de un 
Acuerdo. 
 
Artículo 38. Autorizase a las asambleas departamentales, a los concejos 
distritales y a los concejos municipales para que ordenen la emisión de una 
estampilla "Pro Cultura" cuyos recursos serán administrados por el respectivo 
ente territorial, al que le corresponda, el fomento y el estímulo de la cultura, 
con destino a proyectos acordes con los planes nacionales y locales de 
cultura" 
 
De igual forma, denota la característica de estos tributos, de tener una destinación 
específica, en el caso en concreto “fomento y estimulo de la cultura”. Esto permite, 
definir el límite del recaudo. Sin embargo, en el acápite siguiente se explicará de 
forma detallada los porcentajes en que se invierte el recaudo. 
 
En este sentido, la ley expresamente autoriza al cuerpo de representación popular 
para que determinen las características. 
 
Artículo 38-2. Autorizase a las asambleas departamentales, a los concejos 
distritales y a los concejos municipales para que determinen las 
características, el hecho generador, las tarifas, las bases gravables y los 
demás asuntos referentes al uso obligatorio de la estampilla "Pro cultura" en 
todas las operaciones que se realicen en su respectiva entidad territorial. 
 
Bajo la misma interpretación, el acuerdo 023 de 2002, respeta el rango de tarifa 
otorgado por la ley, pues este estableció que será del 1%. 
Artículo 38-3. La tarifa con que se graven los diferentes actos sujetos a la 







(0.5%), ni exceder el dos por ciento (2%) del valor del hecho sujeto al 
gravamen. 
 
Es necesario precisar, que la ley es supremamente indeterminada, otorga un 
lineamiento muy general que nos preguntamos ¿Se puede ir en contra de lo 
indeterminado? Por supuesto que no. Entonces, en el aspecto material revisamos 
que la Corte Constitucional estableció que las estampillas solo gravan documentos 
públicos y contratación estatal, pero el numeral sexto “Pago de matrículas para 
cursar estudios superiores a nivel tecnológico o universitario en pregrado o 
postgrado en instituciones públicas o privadas” esto no se cumple. Por lo tanto, si 
no se están gravando estos dos es un acuerdo quizás inconstitucional porque está 
violando las sentencias de la Corte Constitucional que especificaron que es sobre 
documentos y contrato públicos que recaen las estampillas. En conclusión, se 
evidencia una violación al principio de legalidad palpable. 
 
1.3.2 Estudio de cifras 
Una vez, que tenemos un espectro de la estampilla Pro Cultura como tributo, es 
necesario describir como ha sido el recaudo de la misma, este como ya se dijo lo 
realiza directamente el Instituto de Patrimonio y Cultura de Cartagena de Indias. Esta 
entidad es un establecimiento Público del orden Distrital, con personería jurídica, 
autonomía administrativa y patrimonio independiente, creado como organismo rector 
de la cultura para formular, coordinar, ejecutar y vigilar la política cultural del Distrito, 
con sujeción a la ley general de cultura (ley 397 de 1997) y a la Ley 768 de 2002. 
 
Gracias a la información suministrada por parte del IPCC durante visita presencial 
de la investigadora, analizaremos las cifras de recaudo desde el año 2008 hasta la 
fecha, de igual forma en qué se invierte y cuál es la finalidad de este. Conviene 
precisar, que acorde a lo establecido en las notas a los estados contables a 30 de 
junio de 2019 del Instituto, la estampilla Pro cultura representa una fuente de 







inversión. Precisamente, en al acuerdo 002 de 2009, artículo 126, en el parágrafo se 
establece que los recursos que se obtengan con el uso de la estampilla Pro cultura 
serán administrados en la cuenta especial “Fondo de Cultura de Cartagena 
D.T y C”., de la siguiente manera: 
 
 Un 70% de los recursos para promoción e intercambios de eventos 
culturales de cualquier tipo y apoyo a grupos culturales reconocidos. 
 Un 20% de los recursos para invertir en proyectos de recuperación histórica, 
arqueológica y arquitectónica. 
 Un 10% para la seguridad social del creador y del gestor cultural 
 
Por lo tanto, fue de interés obtener cuáles son esos gastos de inversión a los que se 
destina el recaudo de esta. Para ello, se tomó como fuente el presupuesto del IPCC 
a 31 de diciembre de 2018, y se identificaron los siguientes proyectos de presupuesto 
de inversión basados en el Plan Distrital de Desarrollo “Primero la Gente 2016-2019: 
 
1. Programa patrimonio, identidad y memoria: que busca proteger, difundir y 
salvaguardar, el patrimonio cultural, material e inmaterial y su apropiación 
social para el fortalecimiento de las identidades y la memoria en el distrito de 
Cartagena de Indias. Al cual se destinaron $3.122.351.460. 
 
Este programa a su vez, está conformado por un subprograma: 
Sub programa patrimonio material e inmaterial: con el cual se pretende 
proteger y salvaguardar las manifestaciones del patrimonio inmaterial de las 
comunidades y de las diversas expresiones artísticas, y del patrimonio 
material desde su identificación, intervención, conservación, manejo y 
recuperación, se destinaron $2.620.274.222, de los cuales se invirtieron en un 
subprograma llamado “Creación artística, formación y fortalecimiento a 
artistas” de la estampilla Pro cultura $124.420.221 COP. Del mismo modo, se 
destinaron $315.370.636 por concepto de “Proyectos mantenimiento 







invierten fondos provenientes de la estampilla Pro Cultura llamado 
“Administración de bienes muebles e inmuebles del patrimonio cultural “pero 
en este año no se destinó recurso alguno. 
 
2. Programa fortalecer la institucionalidad cultural y la participación ciudadana: 
tiene como propósito fortalecer técnica y administrativamente el sector, 
generar procesos estratégicos para el desarrollo de las áreas; medir, 
documentar, sistematizar y difundir buenas prácticas y la oferta cultural; 
consolidar procesos de políticas culturales y establecer cooperación, 
integración y desarrollo. A este programa se destinan $936.905.236, de los 
cuales la Estampilla Pro cultura destina $211.124.012 en un subprograma 
llamado “Patrimonio Inmaterial: Fiestas de la independencia”. Adicionalmente, 
aporta $196.000.000 COP a otro subprograma “Patrimonio Material” y 
$124.420.221 COP a “Cartagena investiga y divulga su patrimonio cultural”. 
 
Programa fomento al arte y la cultura para la vida: Tiene como objetivo 
fomentar la cultura, es decir, propiciar un desarrollo positivo en las prácticas 
artísticas y culturales de la ciudad, acompañando la labor de las entidades 
culturales, de los gestores y creadores culturales, propendiendo por el 
fortalecimiento de estrategias artísticas, valoración social de la cultura y la 
formación de públicos en el distrito de Cartagena. Al presente se destina una 
inversión de $4.788.215.402 de los cuales la estampilla proporciona 
$138.244.690. Este programa a su vez tiene subprogramas, en los cuales 
invierte $150.420.221 a “Sistema Distrital de Cultura”, $360.000.000 a 
“Transferencias y convenio al sector cultura” y $180.000.000 a “Seguridad 
social para los actores de la cultura”. 
 
De acuerdo a las cifras expuestas, proyectos encontrados, estados de resultados de 
los años objeto del análisis, es imperante manifestar que fue obligatoria la visita de 
la investigadora a las instalaciones del IPCC y tomar carpeta por carpeta de los 








No obstante se radicó derecho de petición para poder tener un soporte oficial, de 
manera virtual o en físico, lo importante de ello era contar con una respuesta o 
manifestación positiva de lo solicitado. Esto, fue imposible de conseguir, porque 
bastó la presencia de la autora y una entrevista con el tesorero para omitir las 
formalidades buscadas. 
 
Por lo anterior, destacamos que la autorización del Instituto por otorgar la información 
e incluso visitar las instalaciones para expresar claridad en la investigación fue 
producto de la insistencia, persistencia y expreso interés de investigadora al Jefe de 
la oficina Jurídica el mismo. Resulta hasta incoherente la dificultad de obtener 
información que debe ser prácticamente de público conocimiento. 
 
Sin embargo, logramos revisar y tomar fotografías de lo anterior, material que está 
anexado en el presente documento. A continuación, presentaremos la 
representación gráfica del recaudo de la Estampilla Pro cultura en los años 2008- 
2018. 
Gráfico 1. Recaudo Estampilla "Pro Cultura" 2008-2018 
 





















En lo que respecta a la estampilla “Pro Cultura”, la información se recolectó de una 
fuente única, que fueron los estados de resultados del Instituto de Patrimonio y de 
Cultura de Cartagena (IPCC), facilitados por esta entidad durante visita presencial. 
 
La tendencia de esta estampilla ha sido creciente durante el periodo 2008-2015, sin 
embargo, para el año 2016 se evidencia una fuerte caída en el recaudo de esta, 
pasando de recolectar 2.400 millones en 2015 a 1.400 aproximadamente en 2016. 
No obstante, para los años siguientes el recaudo tuvo una tendencia exponencial 
creciente. 
 
Por último, en lo que referente a la duración o vigencia de este impuesto, tenemos 
que manifestar que esa característica a tratar en la ley de autorización, según la cual 
se debe establecer un periodo de vigencia, no se cumple en la estampilla objeto de 
análisis. Esto porque es claro que, desde su creación, es decir, año 2002 a la fecha, 
este tributo se sigue recaudando, razón por la cual determinamos que su vigencia ha 
sido indefinida. En otras palabras, en principio esta estampilla estaría vigente hasta 
el año 2011 pero el paso del tiempo demostró lo contrario, y a 2019 sigue vigente. 
En consecuencia, en el IPCC durante la visita presencial, el funcionario que 
suministró la información solicitada por medio derecho de petición manifestó “la 
cultura cada día crece en Cartagena por eso la estampilla no se puede dejar de 
recaudar”, tal afirmación ratifica que al interior del Instituto son conscientes que la 
estampilla como fuente de financiación es un ingreso importante. 
 
2. Estampilla Años dorados 
 
 
Este tributo es creado por la Ley 687 de 2001, modificada por la Ley 1276 de 2009, 
el nombre con el que se crea es Estampilla Pro-Adulto Mayor, nace como un 
impuesto departamental y municipal. Como ya sabemos, la destinación específica 
del ingreso denota en las estampillas a que se asigna la autorización de su emisión, 







relacionado con necesidades básicas, en concreto del adulto mayor o de la tercera 
edad. 
 
2.1 Recuento normativo de la estampilla en el Distrito Especial de Cartagena. 
Ahora bien, recordemos que el marco normativo tributario en el Distrito especial de 
Cartagena se encuentra establecido en Acuerdo Municipal 041 de 2006 
encontramos. En cuanto a la estampilla objeto de estudio en este acápite está el 
Acuerdo 038 de 2005 por medio del cual se adoptó la estampilla “Años Dorados- 
Cartagena de Indias” en la jurisdicción de Cartagena D.T y C. De igual forma, la 
estampilla se encuentra incluida en el Estatuto de Rentas. Posterior a esta 
normatividad, encontramos el Acuerdo 002 de 2009 donde se modificó la tarifa 
establecida en el Acuerdo que adopto la estampilla para el Distrito en mención. 
 
2.2 Elementos del hecho generador 
Compete ahora, iniciar el estudio correspondiente a los elementos integrantes en el 
hecho generador, elemento subjetivo; en el cual se encuentran las personas que 
hacen parte de la realización del hecho imponible y objetivo; como el hecho en sí 
mismo considerado de la estampilla Años dorados . Para ello, lo haremos de forma 
clara y detallada con cada uno. 
 
 
2.2.1 Sujeto Activo: 
Primero, el titular de este tributo es el Distrito de Cartagena de Indias. Conforme al 
artículo 274 del Estatuto de Rentas de Cartagena. Es una delimitación clara de quien 
es el mayor beneficiario de los ingresos. La administración y recaudo como se 
explicará más adelante está en cabeza de la Secretaria de Participación y Desarrollo 







2.2.2 Sujeto Pasivo: 
En segundo lugar, quien realiza el hecho generador o quien asume la posición 
deudora en este tributo de acuerdo con el art. 275 del Acuerdo 041 de 2006 son: 
 
1. Las personas naturales y jurídicas de naturaleza pública o privada con o sin 
ánimo de lucro. 
2. Sociedades de hecho. 
3. Consorcios o uniones temporales. 
 
A pesar de la claridad de lo enunciado, agrupa prácticamente a todos los sujetos de 
una relación contractual. 
 
Así las cosas, si usted quiere contratar con el Distrito, tiene que pagar dicho impuesto 
pero esto es un descuento automático al contratista. Entonces, ni si quiera consiste 
en un hecho el pago del tributo, pues no se necesita la voluntad del sujeto para ello. 
Permite afirmar, que no hay opción en cuanto al pago de la misma. En opinión del 
autor, la razón de ser de esta estampilla es contraria al sujeto pasivo contemplado 
en el Acuerdo. ¿Por Qué contratar con el Distrito tiene que ser objetivo de un 
impuesto con destinación específica? 
 
La anterior pregunta, la hacemos razonando que contratar es un acto de mera 
liberalidad del sujeto llamado a contratar, que si es consciente de los descuentos que 
se le hacen al momento de ejercer dicha actividad, tendrá otro más llamado 
Estampilla “Años Dorados”. Es incomprensible, en opinión del autor, por motivos que 
se seguirán expresando en las siguientes líneas del escrito. 
 
2.2.3 Aspecto temporal: 
 
Tercero, al referirnos al momento en que se realiza el hecho generador, distinguimos 
el nacimiento de la obligación tributaria con su exigibilidad. Ese primer momento en 
esta estampilla se refiere a la celebración de contratos o convenios que realicen los 
sujetos pasivos con el Distrito de Cartagena de Indias. Así, la estampilla se causará 







De esta forma, toca reiterar que es un descuento automático cuando se realice el 
pago, ya sea parcial y total. Un único momento donde se le concede al Distrito el 
porcentaje que se explicará en el aspecto cuantitativo; en esto consiste ese primer 
momento de la realización temporal. 
 
En cuanto al segundo momento, será durante los 10 días del mes siguiente a la 
fecha del recaudo cuando existan agentes responsables que deban efectuar el cobro 
de las estampillas declarando y pagando los valores recaudados. Nos referimos, 
específicamente a cuando la Tesorería Distrital se desliga de sus funciones y se las 
concede a la Contraloría Distrital, Personería Distrital y Concejo Distrital. 
 
2.2.4 Aspecto espacial: 
 
En este sentido para determinar el espacio geográfico, teniendo en cuenta, que 
estamos en el ámbito de los tributos territoriales, nos remitimos a la normatividad 
local, es decir, al Estatuto de Rentas distrital de Cartagena de Indias, en consonancia 
con la ley de creación Ley 687 de 2001, modificada por la Ley 1276 de 2009, según 
el cual la estampilla Años dorados es un tributo de orden distrital. 
 
En consecuencia, la actividad económica que explicaremos en el aspecto material, 
será gravable siempre y cuando se realice en la jurisdicción de Cartagena de Indias. 
Así, seguimos en la postura que celebrar contratos en Cartagena genera una 
contraprestación y es la justificación de pagar este impuesto o mas bien de aceptar 
el descuento automático por concepto de estampilla “Años Dorados” 
 
2.2.5 Aspecto material: 
 
Para determinar la actividad del sujeto que concreta la manifestación de riqueza que 
se quiere gravar (Marín p.328 2015) nos remitimos al Acuerdo 041 de 2006 y al 
Acuerdo 038 de 2005, así pues, el artículo 277 pone de presente que ese acto será 
la celebración de contratos o convenios que realicen los sujetos pasivos con el 







suscriban con la Contraloría Distrital, Personería Distrital y Concejo Distrital. 
 
En estricto sentido, podríamos decir que los lineamiento que estableció la Corte del 
objeto de gravar de la estampillas son los documentos públicos y/o la contratación 
público se están cumpliendo. Pero la finalidad de la contratación pública, tal como se 
enseña en aulas de clase y se ve en la ley no es clara. Esto porque no existe libre 
competencia, existe una latente contratación sin procesos de selección de esos que 
tanto expresa la ley 80. 
 
Totalmente contrario, en opinión del autor resulta este aspecto material tan amplio, 
que quiere agrupar todos los contratos que se realicen con el Distrito sin excepción 
alguna. Es indignante, el concepto que se determina para establecer una estampilla, 
porque esta suma que se llama “Años dorados” es la causa de manifestar que en 
ocasiones es anti técnica, por lo menos en el Distrito materia de esta tesis. 
 
La razón de ser de lo anterior, es la cantidad de contratos que se hacen a diario con 
el distrito porque estos permitirían hacer uso de un recaudo y posterior inversión de 





2.2.6 Aspecto cuantitativo: 
 
Considerando que en este aspecto lo que cuantificamos es el valor de los bienes que 
hacen parte del hecho generador, analizaremos la base gravable y la tarifa del tributo 
en estudio, así el artículo 278 y 279 del Estatuto de Rentas de Cartagena expresa 
respectivamente: 
 
 Base gravable: Para el cobro de la estampilla se tendrá como base gravable, 
el monto bruto de la contratación realizada. Es decir que a modo de ejemplo 
real, obtenido de SECOP 1: un contrato celebrado por modo de selección 







contractual es “MEJORAMIENTO, MANTENIMIENTO Y ACTIVIDADES DE 
CONSERVACION DE LAS INSTALACIONES FISICAS DEL PARQUE 
CENTENARIO DE CARTAGENA”. La base gravable en este caso sería el 




 Tarifa: En principio se estableció que sería el 1% sobre el valor bruto del 
respectivo contrato. Sin embargo, la Ley 1276 de 2009 en el art.4 modificó el 
porcentaje dependiendo de la categoría de la ET. Para el caso específico de 
Cartagena, catalogado como municipio de categoría especial, el incremento 
fue del 2%. Así en el ejemplo colocado en el párrafo anterior, la tarifa 
destinada a la estampilla Años dorados sería de $16.505.600.
 
 
Totalmente desacertado este aumento, teniendo en cuenta la realidad política, social 
y económica que vive la ciudad de Cartagena. 
 
Hemos visto los elementos del hecho generados de este controversial impuesto por 
las razones expuestas en los acápites precedentes. Sin embargo, es necesario hacer 
el correspondiente análisis de legalidad y por supuesto estudiar las cifras 
recolectadas que desde ahora enunciamos, es la mayor expresión de inseguridad 
jurídica encontrada en la presente investigación. 
 
2.3 Análisis  y críticas 
 
El objetivo del presente acápite es poder determinar si el Acuerdo mediante el cual 
se acoge la escampilla en el Distrito especial de Cartagena lo hace conforme a la 





De esta manera, lo determinante en este examen de legalidad del tributo es que 







que el Concejo Distrital de Cartagena con base al artículo 300 numeral 4 y 330 de la 
CP complete los elementos del tributo. En efecto, las estampilla “Años dorados” 
surge por medio de la Ley 687 de 2001, modificada por la Ley 1276 de 2009, así el 
legislador en el ejercicio del poder fiscal soberano creó el tributo. Así mismo, 
determinó el sujeto activo, el aspecto espacial, autoriza la emisión de esta estampilla 
en su jurisdicción a través de un Acuerdo, especifica los porcentajes en que debe ser 
distribuido el recaudo obtenido, y la destinación específica de este tributo. 
Artículo 1, Autorizase a las asambleas departamentales y a los concejos 
distritales y municipales para emitir una estampilla, la cual se llamará 
Estampilla para el Bienestar del Adulto Mayor, como recurso de obligatorio 
recaudo para concurrir con las entidades territoriales en la construcción, 
instalación, mantenimiento, adecuación, dotación y funcionamiento de 
Centros de Bienestar, Centros de Protección Social, Centros Vida y otras 
modalidades de atención y desarrollo de programas y servicios sociales 
dirigidos a las personas adultas mayores, en sus respectivas jurisdicciones. El 
producto de dichos recursos se destinará en un 70% para la financiación de 
los Centros Vida y el 30% restante, al financiamiento de los Centros de 
Bienestar o Centros de Protección Social del adulto mayor. 
 
Conforme a lo anterior, es posible afirmar que el Estatuto de Rentas de Cartagena 
contempla la estampilla Años Dorados, y estipula todos los siguientes elementos del 
hecho generador conforme a la ley de creación: sujetos, aspecto material, aspecto 
cuantitativo, aspecto temporal, aspecto espacial. Así mismo, obedece a los 
parámetros establecidos para la distribución de lo recaudado. 
 
2.3.2 Estudio de cifras 
 
 
En el presente acápite, mostraremos el recaudo desde la creación de la estampilla, 
es decir, año 2005 hasta el 2018. Para la presente investigación, se recopiló 







de Hacienda, mediante la cual se tuvo acceso a los rubros de la estampilla “Años 
dorados” desde su creación. Para validar la información, se solicitó mediante un 
derecho de petición los datos a la misma Secretaría de Hacienda, no obstante, los 
datos evidenciaban una gran diferencia. Por ello, en segundo lugar, se realizó visita 
presencial a la Secretaría de Participación y Desarrollo Social, que  finalmente 




Tabla 1. Recaudo Estampilla "Años Dorados" 2005-2018 
 
Años Recaudo - Visita 
Sec. Hacienda 
Recaudo - DP 
Sec. Hacienda 
Recaudo - Sec. 
Partipación 
2005 1.228.900.000 1.423.623.303 1.228.900.000 
2006 48.057.452 2.632.440.179 2.537.734.861 
2007 623.438.058 3.130.261.182 4.049.603.022 
2008 320.928.709 3.060.437.282 3.360.493.845 
2009 1.621.794.926 4.534.265.601 5.911.478.942 
2010 1.096.165.542 6.994.142.813 6.014.866.719 
2011 2.708.493.916 7.933.324.190 10.392.686.296 
2012 2.957.200.202 6.749.179.147 13.925.546.082 
2013 8.525.350.232 5.646.623.723 13.902.200.321 
2014 4.899.980.938 5.340.680.048 9.840.049.750 
2015 6.342.422.416 13.562.488.409 9.522.389.834 
2016 7.415.286.258 9.740.422.000 7.576.482.336 
2017 8.652.871.169 11.079.915.434 11.362.267.076 
2018 10.742.548.559 12.226.967.630 13.908.200.665 
Total 57.183.438.377 94.054.770.941 113.532.899.749 
Fuente: Secretaría de Hacienda y Secretaría de Participación y Desarrollo Social 
Elaboración propia del autor. 
 
 
Las discrepancias encontradas en estas cifras son de cuantía considerable. Sí 







recopilados de la Sec. de Participación, hay una diferencia aproximada de 19 mil 
millones. 
 
Lo anterior es una clara evidencia del desorden institucional del Distrito. Ello podría 
ser debido a la inestabilidad política por la que ha atravesado la ciudad; De hecho en 
menos de 10 años Cartagena ha tenido 11 alcaldes, que en últimas pueden 
traducirse como un obstáculo para el desarrollo de procesos organizacionales y de 
consolidación de información en las diferentes instituciones del Distrito. 
 
Bajo el mismo análisis, la renuencia en otorgar la información y explicar las 
inconsistencias demuestra la falta de tecnicidad y profesionalismo de los funcionarios 
en las distintas secretarias visitadas. 
 
En suma, cabe mencionar que el objetivo de este proyecto no pretende encontrar las 
causas de la inestabilidad política, ni encontrar el por qué las cifras entre las 
diferentes secretarias del Distrito no coinciden, sin embargo, es claro que se debe 
hacer un rediseño de estas, para que la información sea transparente y de fácil 
acceso hacia la comunidad, pues la libertad de acceso a la información es uno de 
los pilares que permiten alcanzar una verdadera democracia. 
 
Corolario a lo anterior, fue imprescindible graficar las cifras recopiladas en la 
Secretaría de Hacienda, la Secretaría de Participación y Desarrollo Social, y el 




























Recaudo Visita SecHacienda 
"Recaudo Sec Participacion" 
"Recaudo DP SecHac" 
 
 
Fuente: Elaboración propia del autor. Con base en la información obtenida en la 
Secretaría de Hacienda y Secretaría de Participación y Desarrollo Social 
 
Si bien la información con mayor validez es la entregada por la Secretaría de 
Hacienda mediante Derecho de petición, el análisis de tendencia se realizó para las 
3 fuentes de información. De lo anterior se encontró que: i) las tendencias son 
coincidentes durante el periodo 2005-2010, pero a partir de ese momento, la 
información recopilada mediante Derecho de Petición difiere en mayor escala i) a 
partir del año 2015, las tendencias de las 3 fuentes vuelven a ser coincidentes (la 
tendencia, no las cifras) y iii) durante el periodo 2011-2014, se encontró la mayor 
discrepancia en las cifras, debido a que si bien la tendencia de los datos recopilados 
durante la visita a la Sec. De Hacienda coinciden con los datos de la Sec. De 
Participación y Desarrollo Social, no concuerdan con los remitidos mediante el 
derecho de petición. 
 
Otro factor en el que se ahondó es ¿Qué sucede en época de elecciones teniendo 













































































ejecución de contratos a los entes territoriales en época de elecciones? Puesto que 
la estampilla “Años dorados” se financia por medio de los contratos que se firman 
con el Distrito. 
 
Por último, presentaremos una gráfica que nos muestre la variación porcentual del 
recaudo en la estampilla desde el año 2005 hasta 2018. 



















Fuente: Elaboración propia del autor con base en la información proporcionada en 
Secretaria de Hacienda. 
 
Pues bien, el estudio se limitó a analizar como evolucionaba la tendencia de los datos 
recibidos mediante el derecho de petición. Según los datos remitidos por la 
Secretaría de Hacienda, para las elecciones regionales del año 2007, hubo una 
variación del recaudado de la estampilla equivalente al 197%, es decir, a pesar de la 
entrada en vigor de la Ley de Garantías, el efecto fue el contrario, pues un mayor 
























Similar situación se evidencia para los años 2011 y 2015 donde se encontraron 
variaciones del 147% y 29%, respectivamente. Lo anterior permite cuestionarnos 
¿Qué tan efectiva está siendo la Ley de Garantías? 
 
 
Por otro lado, los recursos provenientes del recaudo de la estampilla son 
incorporados al presupuesto de la Secretaria de Participación y Desarrollo social. 
Esta misma es la responsable de los proyectos, programas y atención del adulto 
mayor. En el mismo sentido, conforme a su ley de creación, establece que los centros 
de vida, para los cuales es exclusiva la destinación de lo recaudado en esta 
estampilla, como mínimo deben ofrecer los siguientes programas o servicios: 
 
1) Alimentación que asegure la ingesta necesaria, a nivel proteico-calórico y 
de micronutrientes que garanticen buenas condiciones de salud para el adulto 
mayor, de acuerdo con los menús que, de manera especial para los 
requerimientos de esta población, elaboren los profesionales de la nutrición. 
 
2) Orientación Psicosocial. Prestada de manera preventiva a toda la 
población objetivo, la cual persigue mitigar el efecto de las patologías de 
comportamiento que surgen en la tercera edad y los efectos a las que ellas 
conducen. Estará a cargo de profesionales en psicología y trabajo social. 
Cuando sea necesario, los adultos mayores serán remitidos a las entidades 
de la seguridad social para una atención más específica. 
 
3) Atención Primaria en Salud. La cual abarcará la promoción de estilos de 
vida saludable, de acuerdo con las características de los adultos mayores, 
prevención de enfermedades, detección oportuna de patologías y remisión a 
los servicios de salud cuando ello se requiera. Se incluye la atención primaria, 
entre otras, de patologías relacionadas con la malnutrición, medicina general, 
geriatría y odontología, apoyados en los recursos y actores de la Seguridad 








4) Aseguramiento en Salud. Será universal en todos los niveles de 
complejidad, incluyendo a los adultos mayores dentro de los grupos 
prioritarios que define la seguridad social en salud, como beneficiarios del 
régimen subsidiado. 
 
5) Capacitación en actividades productivas de acuerdo con los talentos, 
gustos y preferencias de la población beneficiaria. 
 
6) Deporte, cultura y recreación, suministrado por personas capacitadas. 
 
7) Encuentros intergeneracionales, en convenio con las instituciones 
educativas oficiales. 
 
8) Promoción del trabajo asociativo de los adultos mayores para la 
consecución de ingresos, cuando ello sea posible. 
 
9) Promoción de la constitución de redes para el apoyo permanente de los 
Adultos Mayores. 
 
10) Uso de Internet, con el apoyo de los servicios que ofrece Compartel, como 
organismo de la conectividad nacional. 
 
11) Auxilio Exequial mínimo de 1 salario mínimo mensual vigente, de acuerdo 
con las posibilidades económicas del ente territorial. 
 
En este momento, al cotejar la información otorgada por la Secretaría de 
Participación con ocasión de la visita presencial de la autora, no hay uniformidad de 
los programas a los que se destina el rubro recaudado. Asimismo, la ausencia de 
claridad del funcionario entrevistado, y la renuencia en otorgar información por parte 
de la Secretaría de Hacienda impidieron obtener conocimiento pleno de la 
destinación en sumas y porcentajes en estricto sentido, mucho menos conocer los 
objetivos de cada programa. Este aspecto deja un vacío al cual podemos afirmar 
que, si bien la ley crea esta estampilla con unos proyectos específicos como 








De esta forma, encontramos que la estampilla “Años Dorados” obedece a un 
impuesto con destinación específica, la cual sería invertir en los tan elogiados 
“Centros de Vida” y asistencia al “Adulto mayor”, pero la realidad es otra. Estos 
centros poseen un aspecto deprimente. Podríamos llegar a concluir, que se destinan 
recursos hasta para gastos de funcionamiento. 
 
Esta estampilla tiene un sujeto activo que quien es el encargado directo de realizar 
su recaudo, administración y posterior inversión no conoce que es competencia de 
él suministrar información general, especifica o detallada de la misma. Dirigida por 
funcionarios que no conocen lo que sucede al interior de su secretaria. Sujetos 
pasivos que no tienen opción de decidir si pagan el impuesto porque es un descuento 
automático a la hora de contratar con el Distrito. 
 
Adicionalmente, una tarifa aumentada desde el 2009 para ratificar que si queremos 
contratar con el Distrito lo que existen son descuentos y uno de ellos es la estampilla 
estudiada. Por último, en cuanto al supuesto recaudo seguimos con la duda de cuál 
escoger como correcta después de recolectar el mismo rubro en distintas ocasiones 










1. Aplicación de las estampillas en el Distrito Especial de Cartagena 
 
 
Primero y sin preámbulos, se pudo evidenciar que el Distrito Especial de Cartagena, 
por distintos motivos, realiza una aplicación inadecuada de este tributo. En primer 
lugar, desconoce a la Corte Constitucional y sus pronunciamientos, poniendo de 
manifiesto que le importa muy poco, la interpretación que esta hace a la fuente 
primaria del derecho. 
 
En el mismo sentido, partir del indicio que el Estatuto de Rentas de Cartagena tiene 
más de 11 años con unas pocas modificaciones, nula interpretación, proyectos de 
reformas del Estatuto archivados, dificultad para obtener vía internet acuerdos 
actualizados y una confusión en los conceptos expresados es terrorífico y peor 
observar de primera mano cómo se encuentra el Distrito y sus respectivas 
secretarias. 
 
Adicionalmente, un cuerpo de representación popular, nuestro caso el Concejo 
Distrital de Cartagena cuenta con personal desinformado, sin preparación financiera, 
jurídica, política, en fin sin preparación. Además, solo por recordar en el año 2016 
suspendieron 16 de los 19 Concejales por irregularidades en la elección de la 
Contralora Distrital, y estos son los encargados de adoptar por medio de Acuerdo 
los tributos. Aquí, nos preguntamos ¿Son las personas idóneas para completar los 
elementos del tributo? partiendo de este cuestionamiento, afirmamos que es un 
impedimento abismal porque tampoco sabrán establecer formas adecuadas de 
recaudo ni una correcta adopción, interpretación y aplicación de las normas 
tributarias establecidas en el Estatuto de Rentas de la ciudad. 
 
Asimismo, Cartagena ha contado en los últimos 10 años con gobernantes que no 








De igual forma, las inconsistencias en las cifras de recaudo, denota quizás 
corrupción, desorden institucional, y en últimas desconocimiento respecto a qué se 
refiere la naturaleza jurídica y más aún tributaria de las estampillas. 
 
Una de las finalidades de este escrito, es concientizar y hacer un llamado a nosotros 
como ciudadanos de escoger en urnas personal calificado, exigir cuentas a las 
administraciones, no seguir permitiendo abusos de funcionarios, denunciar casos de 
corrupción al verificar que los ingresos están siendo desviados del fin para el cual 
se creó determinada figura tributaria. 
 
 
2. La inapropiada aplicación de las estampillas 
 
Segundo, Cartagena es el típico caso en el cual las estampillas se aplican 
inapropiadamente puesto que, al ser tributos en blanco, las Entidades Territoriales a 
priori cometen errores. Sin embargo, después de una investigación, estudio de 
normatividad aplicable y lo que podríamos llamar trabajo de campo, debido al 
desconocimiento de la ley aplicable, se cometen abusos relacionados con la 
adecuada aplicación de las estampillas, pasando por alto lo establecido por la ley. 
Así será la magnitud del uso inadecuado de “Estampillas” en el Distrito Especial que 
hasta 2015 se hacía un cobro bajo el tratamiento de estampilla a la “Sobretasa 
Deportiva” acogida por el Acuerdo 012 de 1991, que tenía por cometido “recaudar 
fondos para la construcción y mantenimiento de escenarios deportivos y para el 
fomento del deporte y la recreación”. 
 
Dicho cobro, se realizaba por medio de descuentos a las órdenes de pago emitidas 
por el Distrito con ocasión de las entidades descentralizadas del mismo, bajo una 
tarifa del 2%. El mencionado descuento lo hacía directamente el tesorero o el 
pagador de cada entidad al momento de pagar la respectiva factura, y los 
representantes legales de dichas entidades eran responsables del recaudo y debían 
realizar el giro los quince primeros días del mes siguiente al Instituto Distrital de 







La “Sobretasa Deportiva” fue declarada nula por el Tribunal Administrativo de Bolívar, 
mediante la sentencia No. 0168 de 2018, porque viola la CP de 1991 pues desconoce 
el principio constitucional de legalidad y falsa motivación. En el entendido, que el 
Acuerdo 012 de 1991, el Concejo Distrital creó y reguló un tributo que no fue creado 
ni autorizado por una Ley, además actuó sin competencia el cuerpo de 
representación popular. De igual forma, al invocar como fundamento legal del 
Acuerdo normas que no facultaban al Distrito para la respectiva expedición Incurrió 
en falsa motivación. 
 
3 Abuso de las Entidades Territoriales en uso del principio de autonomía 
tributaria territorial. ¿Debe regularse? 
 
Tercero, definitivamente, el exceso de poder tributario constituye un problema. En 
primer lugar, pensaríamos que el principio de autonomía es una manifestación del 
Estado Social de Derecho que tanto se jactan de proclamar las instituciones del 
Estado, pero se necesitan demasiados años para educar a los funcionarios. En otras 
palabras, es una reflexión absurda porque el ser humano está tan degradado que al 
estudiar un tributo que sirve para financiar o invertir en necesidades básicas como 
especialmente lo es la estampilla “Años Dorados” para el cuidado y la protección del 
Adulto mayor, concluimos que las inconsistencias, desconocimiento, renuncia 
imposible de creer por parte de todos los funcionarios de las distintas Secretarias y 
especialmente la de Participación donde emiten respuesta del Derecho de Petición 
expresando “que la petición ha sido trasladada a la autoridad competente, es decir 
Secretaria de Hacienda”, siendo que a la primera Secretaría en la que se solicitó la 
información por medio de derecho de petición fue la Secretaría de Hacienda y en 
esa oportunidad, “la competencia de responder las preguntas relacionadas con 
estampilla Años Dorados es de la Secretaria de Participación”. En fin, esto parece 
una rima, o mejor, un trabalenguas, pero no es así, es la realidad que se vive al 
interior del Distrito Especial de Cartagena. Bajo este mismo análisis, el desorden 
institucional es sorprendente, ni la misma funcionaria que se hace llamar “Secretaria 
de Participación y Desarrollo Social” conoce los ingresos que se obtienen, se 







que es ella la mayor autoridad. Por razones como estas, lo que se comete no son 
errores, son abusos. 
 
Por último, concluimos basándonos en la justificación que solo quien visita, busca 
acceso a la información y quiere hacer una investigación que contribuya con la 
ciudad de procedencia de la autora, puede decir tajantemente y sin lugar a 
interpretación que el poder tributario debe buscar una forma distinta de regulación, 
algo que sea más consciente de la realidad que se vive en las Entidades 
Territoriales. Acorde a lo anterior, otorgarle tantas cartas en blanco no funciona, por 
lo menos en el distrito objeto de estudio, donde la falta de tecnicismo y compromiso 
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PIEDAD ALCIRA RODRIGUEZ QUINTERO 






Asunto: EXT-AMC-19-0084642. Derecho de Petición. SOLICITUD DE 






Atendiendo el Derecho de Petición del asunto, en el cual solicita información sobre 
el valor recaudado de las Estampillas Distritales de Cartagena de Indias desde el 
año 2000 hasta la fecha procedemos a suministrar lo solicitado: 
 
1.- Las estampillas que existen en el distrito de Cartagena desde el año 2000 hasta 
la fecha son: 
 
ESTAMPILLA PROCULTURA 
Por medio del Acuerdo 023 de diciembre de 2002 se crea la Estampilla Procultura 
“Cartagena de Indias 2011 – 200 años de independencia” con el fin de financiar 
programas y proyectos contemplados en el plan Distrital de Cultura. 
 
ESTAMPILLA “AÑOS DORADOS – CARTAGENA DE INDIAS” 
Mediante el acuerdo 038 de 2005 se creó la estampilla “Años Dorados – Cartagena 
de Indias” en la jurisdicción de Cartagena D.T. y C. y el acuerdo  No.005 del 12 de 
mayo de 2009, por el cual se ordena la emisión de la estampilla para el bienestar 









Mediante el acuerdo No.12 de 1991, fue creada la sobretasa deportiva, con el fin de 
recaudar fondos para la construcción y mantenimiento de escenarios deportivos y 





2.- Actualmente en el Distrito de Cartagena hay se aplica la Estampilla Años 
Dorados y la Estampilla Procultura. 
 
3.- Las Leyes que sustentan las estampillas del Distrito de Cartagena son las 
siguientes: 
 
- Estampilla adulto mayor: 
Ley 1276 de 2009: A través de la cual se modifica la Ley 687 del 15 de agosto de 
2001 y se establecen nuevos criterios de atención integral del adulto mayor en los 
centros vida. 
 
- Estampilla Procultura 
ley 666 de 2001: por medio de la cual se modifica el artículo 38 de la Ley 397 de 
1997 y se dictan otras disposiciones 
 
4. Las estampillas se encuentran reguladas así: 
 
Acuerdo 023 de diciembre de 2002 se crea la Estampilla Procultura . 
 
Acuerdo 038 de 2005 se creó la estampilla “Años Dorados – Cartagena de Indias”, 
y el acuerdo No.005 del 12 de mayo de 2009, por el cual se ordena la emisión de la 
estampilla para el bienestar del adulto mayor años Dorados en Cartagena de indias 
d. t. y c., y se dictan otras disposiciones. 
 
ACUERDO No. 041 del 21 de diciembre de 2006. 
Por el cual se dictan disposiciones en materia de Impuestos de Cartagena d. T. Y 
c., se armoniza su Administración, procesos y procedimientos con el estatuto 
Tributario nacional, se expide el estatuto de rentas Distrital o cuerpo jurídico de las 
normas sustanciales y Procedimentales de los tributos distritales y se dictan Otras 
disposiciones de carácter tributario. 
 
5. El recaudo de la estampilla Procultura la realiza directamente el IPCC, es el quien 
debe expedir la respectiva certificación de los recursos que ha recaudado. 
 
En cuanto a la estampilla años dorados (Adulto Mayor) a continuación le hacemos 













RECAUDO ESTAMPILLA AÑOS 
DORADO 
AÑO INGRESO TARIFA 
2005 1.423.623.303  
2006 2.632.440.179  
2007 3.130.261.182 1% 
2008 3.060.437.282 1% 
2009 4.534.265.601 1% Y 2% 
2010 6.994.142.813 2% 
2011 7.933.324.190 2% 
2012 6.749.179.147 2% 
2013 5.646.623.723 2% 
2014 5.340.680.048 2% 
2015 13.562.488.409 2% 
2016 9.740.422.000 2% 
2017 11.079.915.434 2% 
2018 12.226.967.630 2% 




6. En cuanto a la vigencia o duración se considera indeterminada ya que no hay 
establecido un tiempo límite para su recaudo en las leyes que fueron creadas. 
 
7. La sobretasa deportiva fue declarada nula mediante las sentencia No.0168 de 
2018 del tribunal administrativo de Bolívar. 
 
8. No hay antecedentes de sanciones impuestas. 
 
9. Para que tenga ampliación sobre esta pregunta por favor solicite a IPCC 
(Estampilla Procultura), IDER (Sobretasa Deportiva) Y la secretaria de participación 
social (Estampilla Años Dorados) para que le brinde un informe en que proyectos 
han invertido los recursos de cada estampilla. 
 
10. No existen problemas con el recaudo de las estampillas debido a que al 














11. en el punto 5 se le relaciona el recaudo que ha hecho el distrito de la estampilla 







MARIELA PEREA CORREA 
Director Financiero de Contabilidad Distrital 
c.c. Archivo. 
 















































































































VIGENCIA COMP CODIGO_RUBRO NOMBRE_RUBRO INICIAL DEFINITIVO ADICION REDUCCION RECAUDO_ACUM 
2.005 100 01-02-02-88-00-00-00-00 Estampilla A?os Dorados 0 1.228.900.000 1.228.900.000 0 1.423.623.303 
2.006 100 01-04-02-05-88-00-00-00 Estampilla A?os Dorados 0 48.057.452 48.057.452 0 48.057.452 
2.007 100 01-04-02-05-88-00-00-00 Estampilla A?os Dorados 0 623.438.058,96 623.438.058,96 0 623.438.059 
2.008 100 01-04-02-05-88-00-00-00 Estampilla A?os Dorados 0 320.928.709 320.928.709 0 320.928.709 
2.009 100 01-04-02-05-88-00-00-00 Estampilla A?os Dorados 0 1.621.794.926 1.621.794.926 0 1.621.794.926 
2.010 100 01-04-02-05-88-00-00-00 Estampilla A?os Dorados 0 1.096.165.542,17 1.096.165.542,17 0 1.096.165.542,17 
2.011 100 01-04-02-05-88-00-00-00 Estampilla A?os Dorados 0 2.708.493.916,34 2.708.493.916,34 0 2.708.493.916,34 
2.012 100 01-04-02-05-88-00-00-00 ESTAMPILLA A?OS DORADOS 0 2.957.200.202 2.957.200.202 0 2.957.200.202 
2.012 100 01-04-03-88-00-00-00-00 Estampillas A?os Dorados 0 0 0 0 300.604.375 
2.012 100 01-04-16-00-00-00-00-00 ESTAMPILLA A?OS DORADOS 0 2.393.263.569 2.393.263.569 0 2.393.263.569 
2.013 100 01-02-02-04-00-00-00-00 Estampilla A?os Dorados 8.525.350.232 8.525.350.232 0 0 5.646.623.785 
2.013 100 01-04-02-05-88-00-00-00 ESTAMPILLA A?OS DORADO 0 4.899.980.938,37 4.899.980.938,37 0 4.899.980.938,37 
2.013 100 01-04-03-88-00-00-00-00 Estampillas A?os Dorados 0 0 0 0 247.562.214 
2.014 100 01-02-02-04-00-00-00-00 Estampilla A?os Dorados 0 0 0 0 0 
2.014 100 01-04-02-05-88-00-00-00 Estampilla A?os Dorados 0 2.380.996.734 2.380.996.734 0 2.380.996.734 
2.014 100 01-04-03-88-00-00-00-00 Estampillas A?os Dorados 0 0 0 0 219.548.847 
2.015 100 01-02-02-04-00-00-00-00 Estampilla A?os Dorados  8.142.422.416 1.800.000.000 0 13.562.488.409 
2.015 100 01-04-02-05-88-00-00-00 ESTAMPILLA A?OS DORADOS 0 832.586.371 832.586.371 0 832.586.371 
2.015 100 01-04-03-88-00-00-00-00 Estampillas A?os Dorados 0 0 0 0 0 
2.015 100 01-04-03-89-00-00-00-88 Otros Rendimientos Financieros Estampilla A?os Dorados 0 89.956.124 89.956.124 0 246.442.985 
2.016 100 01-002-02-04-00-00-00-00 Estampilla A?os Dorados 7.415.286.258 7.415.286.258 0 0 9.740.422.000 
2.016 100 01-004-02-05-088-00-00-0 ESTAMPILLA A?OS DORADOS 0 52.530.114 52.530.114 0 52.530.114 
2.016 100 01-004-02-11-038-00-00-0 RENDIMIENTOS FINANCIEROS ESTAMPILLA A?OS DORADOS 0 134.000.000 134.000.000 0 134.000.000 
2.016 100 01-004-02-11-088-00-00-0 ESTAMPILLA A?OS DORADOS 0 8.677.741.731 8.677.741.731 0 8.677.741.731 
2.016 100 01-004-03-109-00-00-00-0 Rendimientos Financieros Estampillas A?os Dorados 0 0 0 0 618.261.324 
2.016 100 01-004-03-89-00-00-00-88 Otros Rendimientos Financieros - Estampillas A?os Dorados 0 0 0 0 0 
2.017 100 01-002-02-04-00-00-00-00 Estampilla A?os Dorados 8.652.871.169 10.188.012.866 1.535.141.697 0 11.079.915.434 
2.017 100 01-004-02-05-088-00-00-0 Estampillas A?os Dorados 0 1.619.214.850,48 1.619.214.850,48 0 1.619.214.850,48 
2.017 100 01-004-02-11-088-00-00-0 Estampillas A?os Dorados 0 2.325.135.742 2.325.135.742 0 2.325.135.742 
2.017 100 01-004-02-11-109-00-00-0 RENDIMIENTOS FINANCIEROS ESTAMPILLA A?OS DORADOS 0 618.261.324 618.261.324 0 618.261.324 
2.017 100 01-004-03-109-00-00-00-0 Rendimientos Financieros Estampillas A?os Dorados 504.865.573 504.865.573 0 0 383.337.499 
2.018 100 01-002-04-03-00-00-00-00 Estampilla A?os Dorados 10.742.548.559 10.742.548.559 0 0 12.226.967.630 
2.018 100 01-004-02-05-088-00-00-0 ESTAMPILLA A?OS DORADOS 0 2.817.013.254 2.817.013.254 0 2.817.013.254 
2.018 100 01-004-02-05-109-00-00-0 RENDIMIENTOS FINANCIEROS ESTAMPILLA A?OS DORADOS 0 408.585.500 408.585.500 0 408.585.500 
2.018 100 01-004-02-11-088-00-00-0 ESTAMPILLA A?OS DORADOS 0 962.652.966 962.652.966 0 962.652.966 
2.018 100 01-004-03-109-00-00-00-0 Rendimientos Financieros Estampillas A?os Dorados 425.190.806 425.190.806 0 0 211.063.751 
2.019 100 01-002-04-03-00-00-00-00 Estampilla A?os Dorados 10.920.676.337 10.920.676.337 0 0 8.028.230.556 
2.019 100 01-004-02-05-088-00-00-0 Estampillas A?os Dorados 0 1.323.834.525,33 1.323.834.525,33 0 1.323.834.525,33 
2.019 100 01-004-02-11-088-00-00-0 Estampillas A?os Dorados 0 2.028.724.299,62 2.028.724.299,62 0 2.028.724.299,62 
2.019 100 01-004-03-109-00-00-00-0 Rendimientos Financieros Estampillas A?os Dorados 511.419.501 511.419.501 0 0 154.183.138 
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